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RESUMEN 

 

Este trabajo tiene como objetivo determinar la urgencia de reformar el Art. 

31 de la Ley de Arbitraje y Mediación en aras de que el arbitraje cumpla 

con sus objetivos como Método Alternativo de Solución de Conflictos, 

estudiando los diversos problemas que ha traído a los jueces, juristas y 

abogados, la falta de claridad en lo que refiere a las reglas del juego a ser 

respetadas durante la sustanciación de la acción de nulidad, y que han 

servido como una herramienta de las partes para judicializar el arbitraje, lo 

que podría poner en desventaja a esta institución frente la justicia ordinaria, 

con la entrada en vigencia del nuevo Código Orgánico General de 

Procesos, que tiene como finalidad la transformación de la justicia en 

términos de celeridad y eficacia. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 





 
 

INTRODUCCIÓN 

 

¿Qué motiva a las personas a pactar arbitraje para resolver sus 

controversias? Entre las muchas ventajas que brinda el arbitraje, la principal 

se encuentra en su definición: el arbitraje es un método alternativo de 

solución de conflictos; ¿Alternativo a qué?  Al históricamente  ineficiente 

sistema de justicia ordinario; por lo que el motivo principal para que las 

personas pacten este método de solución de controversias, es evitar el litigio 

en las cortes estatales, en cuanto este sistema  sufre de muchas falencias 

estructurales que hasta la fecha no han sido solventadas. 

El arbitraje ofrece a los particulares un sistema de solución de conflictos 

regido por principios como la celeridad, economía en tiempo y dinero, 

flexibilidad, neutralidad y confidencialidad; sin embargo, el sistema arbitral 

ecuatoriano ¿Cumple las expectativas de quienes eligen este método de 

solución de conflictos? 

Si bien el procedimiento arbitral per se es ágil, y cumple con los principios 

antes citados, las partes tienen la expectativa de que su controversia sea 

resuelta definitivamente por el laudo arbitral, que tiene efecto de sentencia 

ejecutoriada de última instancia; empero, la contienda no termina cuando 

el tribunal arbitral toma su decisión, en cuanto la ley prevé una forma de 

intervención legitima de la justicia ordinaria en revisión de la legalidad del 

laudo dictado: la acción de nulidad del laudo arbitral. 

Ahora bien, la acción de nulidad tiene un fin legítimo: el ejercicio del 

derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, permitiendo el control de 

legalidad del laudo por parte de la justicia ordinaria, en aras de determinar 

si el procedimiento arbitral garantizó efectivamente el derecho a la defensa 

de las partes 

Lastimosamente, la redacción del artículo 31 de la Ley de Arbitraje y 

Mediación (única norma que regula la sustanciación de la acción de 

nulidad) no es la más adecuada, y tomando en consideración que en toda 

contienda hay un ganador y un perdedor, una norma que deja amplia 
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discrecionalidad al juzgador para su aplicación, puede servir de 

herramienta para perjudicar al justo ganador de la contienda. 

Este trabajo tiene por objeto, en primera instancia, ilustrar respecto del 

sistema arbitral, sus principios, virtudes, y el “deber ser” de esta institución, 

como una introducción al verdadero problema: los distintos conflictos que 

ha generado a las partes en litigio y a los juzgadores, las diversas 

interpretaciones que han hecho las cortes del artículo 31 de la LAM en 

relación a la sustanciación de la acción de nulidad; asimismo, detalla las 

reformas introducidas por el nuevo Código Orgánico General de Procesos 

en la justicia ordinaria, realizando un paralelo entre el nuevo procedimiento 

ordinario y el procedimiento arbitral, para poder establecer las ventajas del 

arbitraje frente al nuevo sistema de justicia. 

Finalmente, si bien se analizan varios casos de jurisprudencia a lo largo del 

trabajo, este concluye con un análisis más detallado de dos casos prácticos, 

que demuestran lo dañino que es para las partes que pactaron arbitraje en 

aras de encontrar un método ágil de solución de conflictos, las 

interpretaciones que hacen jueces de cómo debe sustanciarse la acción 

de nulidad;  lo que no ha hecho más que trasladar la contienda a la justicia 

ordinaria,  demorando por años la verdadera administración de justicia, que 

concluye con la ejecución definitiva la decisión adoptada. 
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CAPÍTULO PRIMERO: 

EL ARBITRAJE EN LA LEGISLACIÓN ECUATORIANA 

 

1) Arbitraje: concepto,  naturaleza jurídica y características 

1.1 Concepto, elementos y naturaleza del Arbitraje 

El arbitraje es un medio alternativo de resolución de conflictos, mediante el 

que, las partes, voluntariamente encomiendan la solución de las 

controversias que se deriven de una relación contractual de carácter 

transigible, al juicio de un árbitro o árbitros, renunciado a su derecho al juez 

natural. 

 

Esta institución jurídica ha sido definida por varios autores; entre ellos, 

Charles Jorrosson  señala que el arbitraje es “una institución por la cual un 

tercero resuelve una diferencia que divide a dos o más partes, en ejercicio 

de la misión jurisdiccional que le ha sido confiada por ellos.” (Jarrosson, 

1987). Asimismo, Diez Picaso, citado por el autor ecuatoriano Eduardo 

Salcedo Verduga, define al arbitraje como “una institución de solución 

privada de conflicto de intereses, un proceso privado”, y finalmente, el 

profesor Roque Caivano, precisa que “El arbitraje, por ser una justicia 

privada de fuente convencional, encuentra su origen y principal 

justificación, en la voluntad de las partes de someter sus controversias a 

decisión de particulares que no pertenecen a la estructura del poder 

judicial, excluyendo de este modo la intervención de los tribunales 

estatales.” (Caivano, 2008) 

 

En la legislación ecuatoriana, existe  “un conjunto de principios, normas o 

reglas, lógicamente enlazados entre sí acerca de la materia arbitral”  

(Cabanellas, 1979), que constituyen el denominado “sistema arbitral 

ecuatoriano”, mismo que se encuentra regulado por la Ley de Arbitraje y 

Mediación1 (LAM), norma que en su Art 1  define al sistema como: 

                                                           
1 Ley de Arbitraje y Mediación. Publicada en el Registro Oficial No. 417 de fecha 14 de diciembre de 

2006. Codificación No. 2006-014. 
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“Art. 1.- El sistema arbitral es un mecanismo alternativo de solución de 

conflictos al cual las partes pueden someter de mutuo acuerdo, las 

controversias susceptibles de transacción, existentes o futuras para 

que sean resueltas por los tribunales de arbitraje administrado o por 

árbitros independientes que se conformaren para conocer dichas 

controversias.  

 

Arbitraje administrado o independiente2”. 

 

(Subrayado en negritas me pertenece) 

   

De las definiciones antes citadas,  podemos destacar los elementos 

esenciales  que definen a la institución del arbitraje: 

i. En primer lugar, el Arbitraje es  un Método Alternativo de Solución de 

Conflictos  (MASC), es decir que frente al método tradicional de 

solución de disputas ante los tribunales de justicia estatales,  el 

arbitraje constituye una vía distinta de solución de controversias para 

los contendientes. Entre las finalidades de estos métodos, podemos 

mencionar: mitigar la congestión de los tribunales de justicia común, 

reducir el costo y la demora en la resolución de disputas, brindar una 

forma más efectiva de solución de disputas a la sociedad. 

 

En lo que refiere al arbitraje como MASC, debemos destacar el 

hecho de que el arbitraje es un método de justicia privado, en que 

las partes someten la decisión de determinada disputa a juicio de 

“jueces privados” llamados árbitros, pues los mismos, reiterando las 

palabras del Maestro Roque Caivano, son particulares que no 

pertenecen a la estructura del poder judicial del Estado. 

 

ii. En segundo lugar, el arbitraje encuentra su origen en la voluntad de 

las partes, en cuanto la competencia misma de los árbitros para 

dirimir la controversia nace de la autonomía de la voluntad de las 

mismas,  en este sentido para que se obliguen efectivamente a 

                                                                                                                                                                     
 
2 Norma consultada 28/01/2016. 
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someter sus controversias a arbitraje, el acuerdo de voluntades debe 

constar por escrito, en el denominado acuerdo arbitral, que no es 

más que el contrato mediante el cual las partes voluntariamente, 

deciden someter a arbitraje, las controversias que hayan surgido o 

puedan surgir entre ellas,  respecto de una relación jurídica 

determinada de índole contractual o no contractual (Art. 5 LAM) 3. 

 

Algunos sectores de la doctrina, determinan que el acuerdo arbitral 

puede revestir la forma de cláusula compromisoria o compromiso 

arbitral , en este sentido para el Maestro Roque Caivano, el acuerdo 

arbitral es “un contrato de derecho privado, inserto habitualmente 

como cláusula en un contrato principal, del mismo género que el 

compromiso, por el cual las partes contratantes se obligan a someter 

las cuestiones litigiosas que puedan surgir en el futuro en relación con 

el contrato principal al fallo de árbitros” mientras que “El compromiso 

arbitral es un acuerdo de voluntades a través del cual, luego de 

verificado el conflicto de intereses, las partes convienen en el 

sometimiento a arbitraje” (Caivano, 2008). En la actualidad, la 

distinción entre cláusula compromisoria y compromiso arbitral ha 

perdido relevancia, pues para que se configure la voluntad como 

elemento constitutivo del arbitraje, únicamente debe existir 

justificación documentada del consentimiento de las partes. 

 

iii. En tercer lugar, no se puede dejar de destacar que la controversia 

debe versar sobre materia transigible, es decir de libre disposición 

conforme a derecho. En nuestra legislación, podemos determinar 

                                                           
3 Ley de Arbitraje y Mediación. Publicada en el Registro Oficial No. 417 de fecha 14 de diciembre de 

2006. Codificación No. 2006-014. Art. 5.- El convenio arbitral es el acuerdo escrito en virtud del cual las 

partes deciden someter a arbitraje todas las controversias o ciertas controversias que hayan surgido o 

puedan surgir entre ellas respecto de una determinada relación jurídica, contractual o no contractual.  

El convenio arbitral deberá constar por escrito y, si se refiere a un negocio jurídico al que no se incorpore 

el convenio en su texto, deberá constar en un documento que exprese el nombre de las partes y la 

determinación inequívoca del negocio jurídico a que se refiere. En los demás casos, es decir, de 

convenios arbitrales sobre las indemnizaciones civiles por delitos o cuasidelitos, el convenio arbitral 

deberá referirse a los hechos sobre los que versará el arbitraje.  

La nulidad de un contrato no afectará la vigencia del convenio arbitral. No obstante haber un juicio 

pendiente ante la justicia ordinaria en materia susceptible de transacción, las partes podrán recurrir al 

arbitraje, en este caso, conjuntamente solicitarán al Juez competente el archivo de la causa, 

acompañando a la solicitud una copia del convenio arbitral y, de hallarse pendiente un recurso, 

deberán, además, desistir de él. Otras formas de someterse al arbitraje. Norma consultada 28/01/2016. 
 



15 
 

qué constituye materia transigible de conformidad con lo dispuesto 

en el Art. 11 del Código Civil4, que determina: 

 

“Art. 11.- Podrán renunciarse los derechos conferidos por las 

leyes, con tal que sólo miren al interés individual del 

renunciante, y que no esté prohibida su renuncia.5” 

 

 

Para Ernesto Salcedo, “la materia, transigible, la constituyen todos 

aquellos bienes y derechos de contenido patrimonial sobre los cuales 

las partes tienen capacidad legal de para disponer libremente de 

ellos; bienes y derechos estos cuya existencia y disposición no deben 

ser contrarios a la Ley, al orden público ni a las buenas costumbres” 

(Salcedo Verduga, 2007) 

Es importante destacar el criterio de las Cortes Nacionales en lo que refiere 

a los elementos de la justicia arbitral, por ello me permito citar la sentencia 

dictada por la Presidencia de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, 

dentro del proceso signado con el No. 04-2010 de 05 de junio de 2012, que 

en su parte pertinente señala: 

 

“El arbitraje es un mecanismo alternativo (procedimiento) para 

solucionar conflictos en los asuntos que por su naturaleza se pueda 

transigir (materia transigible) que se circunscribe al mutuo acuerdo 

de las partes para someterse al mismo (convenio arbitral). Debe ser 

resuelto por los árbitros (jurisdicción convencional) con sujeción a la 

Constitución y la ley (juridicidad) y de conformidad con las garantías 

básicas de todo procedimiento (debido proceso)” (Proceso No. 04-

2010, 2012) 

 

Una vez sentados los elementos esenciales del arbitraje, resulta relevante 

para este estudio  determinar cuál es la naturaleza jurídica del arbitraje. Este 

asunto, fue motivo de discusión en la comunidad arbitral, pues al respecto 

existen dos teorías fundamentales, i) la Teoría Contractualista y ii) la Teoría 

Procesalista, respecto de las mismas Bercovitz Rodríguez Cano, señala: 

 

                                                           
4 Código Civil. Publicado en el Registro Oficial S 46 de fecha 25 de junio de 2005.Codificación No. 2005-

010 

 
5 Norma Consultada 29/02/2016 
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“En la doctrina se mantienen dos tesis fundamentales en relación 

con la naturaleza jurídica del arbitraje. Una de ellas (la teoría 

contractualista) considera que el arbitraje es un contrato por el que 

se delega en un tercero el arreglo de un litigo existente entre las 

partes de aquél. 

 

(…) 

 

Frente a ella, la teoría procesalista destaca como elementos 

esenciales del arbitraje el procedimiento seguido por  los árbitros y el 

laudo que pone fin a aquel, de modo análogo a como sucede con 

respecto del proceso y a las resoluciones judiciales… Esta tesis 

destaca la función jurisdiccional que excepcionalmente, a través de 

la institución arbitral, se encomienda a determinadas personas, los 

árbitros.” (Lacruz Mantecón, 2011) 

 

Actualmente la mayor parte de la doctrina, ha venido  definir la naturaleza 

jurídica del arbitraje por Teorías Mixtas o Eclécticas,  mismas que  distinguen 

dos etapas dentro de la institución del arbitraje; primero, la del acuerdo de 

las partes en recurrir a dicho mecanismo; y  la segundo, la aceptación del 

árbitro, la solución del conflicto mediante el procedimiento arbitral, en la 

primera predomina el asunto contractual, en la segunda el procedimental 

(Lacruz Berdejo , 1986) 

1.2 Características el sistema arbitral: Alternabilidad . 

La Constitución de la República6, en su Art. 1907 califica al arbitraje como 

“alternativo”, como consecuencia de esta disposición constitucional, el 

arbitraje como sistema alternativo de solución de controversias, es distinto al 

sistema de justicia ordinario, en este orden, las normas que regulan al 

arbitraje se rigen por un principio de especialidad, al existir institutos y 

métodos de interpretación que son propios del sistema (competencia-

competencia, separabilidad, pro arbitraje etc.) que determinan la 

aplicación de normas especiales contenidas en la LAM, siendo aplicables 

las normas del Código de Procedimiento Civil8 únicamente en los casos del 

                                                           
6 Constitución de la República. Publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 octubre de 2008.  
 
7 Norma Consultada 02/03/2016 
8 Código de Procedimiento Civil. Publicado en el Registro Oficial S. 58 con fecha 12 de julio de 2005. 

Codificación No. 2005 – 011. 

 



17 
 

silencio de la ley, de conformidad con lo dispuesto en el Art. 37 de la LAM. 

(Neira Orellana, 2011) 

 

En lo que refiere a la alternabilidad del sistema arbitral, debemos partir del 

hecho de que la justicia arbitral es de excepción, pues las partes en primera 

instancia no se encuentran obligadas a someter sus disputas al juicio de un 

árbitro. El sometimiento a arbitraje implica una renuncia voluntaria, a través 

del convenio arbitral, a la justicia ordinaria; de conformidad con la 

concepción contractualista del arbitraje, debemos entender que el 

convenio arbitral es un contrato con la finalidad de imponer un método de 

solución controversias, y por tener “fuerza de ley” para las partes, tiene la 

consecuencia de obligar a las mismas a emplear este método de solución 

de disputas, e impedir que acudan a la vía judicial. En este orden, el Art. 7 

de la LAM 9, impone una doble obligación: a los contendientes que han 

suscrito un convenio arbitral, de someterse a este procedimiento alternativo; 

y a los jueces, de inhibirse del conocimiento de una causa, en la que existe 

una cláusula arbitral pactada.  

 

Por lo expuesto, el arbitraje es un método de solución de controversias 

alternativo, pues las partes tienen la facultad de optar por un método 

distinto al sistema de justicia ordinario, y evitar de esta manera las evidentes 

deficiencias del mismo. Por ser un MASC, el arbitraje posee características 

elementales que rigen su sistema, entre ellas encontramos: celeridad, 

economía, especialidad, flexibilidad, y confidencialidad. 

i. Celeridad: El proceso arbitral es por su naturaleza, sencillo y más 

rápido que un procedimiento ordinario, prevé términos más cortos y 

que son respetados por los árbitros,  pues los mismos son designados 

para conocer un conflicto en específico, a diferencia de la justicia 

ordinaria, en que los jueces están llamados a resolver todas las 

                                                           
9 Ley de Arbitraje y Mediación. Art. 7 El convenio arbitral, que obliga a las partes a acatar el laudo que se 

expida, impide someter el caso a la justicia ordinaria. 

 

Cuando las partes hayan convenido de mutuo acuerdo someter a arbitraje sus controversias, los jueces 

deberán inhibirse de conocer cualquier demanda que verse sobre las relaciones jurídicas que las hayan 

originado, salvo en los casos de excepción previstos en esta Ley. En caso de duda, el órgano judicial 

respectivo estará a favor de que las controversias sean resueltas mediante arbitraje. Toda resolución a 

este respecto deberá ser notificada a las partes en el término de dos días. Norma consultada 03/03/2016. 
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disputas puestas en su conocimiento. Dejando sentado que las partes 

pueden pactar de común acuerdo el tiempo de duración del 

proceso. Tampoco existen mayores incidentes o dilaciones en el 

proceso, como comúnmente sucede en los procesos ante las cortes 

estatales. 

 

El principio de celeridad es muy importante, teniendo en 

consideración que el tráfico actual de los negocios necesita de un 

medio de solución de conflictos célere y eficiente. 

 

ii. Economía: Como consecuencia de la celeridad, el trámite es más 

económico que los procesos tramitados en la justicia ordinaria, 

consecuentemente existe un importante ahorro de tiempo, y a su vez 

de dinero. 

 

iii. Especialidad: conforme señalé en líneas anteriores, los árbitros se 

designan para conocer específicamente la controversia puesta a su 

conocimiento, lo que les permite un mayor y más minucioso 

conocimiento del caso, un real análisis del mismo y una mayor 

inmediación procesal. Asimismo, en la actualidad las relaciones 

económicas y jurídicas son cada vez más complejas, por lo que las 

partes pueden designar árbitros expertos en determinadas áreas, o 

árbitros que les brinden mayor confianza en razón de su reputación y 

conocimientos. 

 

iv. Flexibilidad: Por ser un proceso voluntario, el procedimiento arbitral 

no es excesivamente formalista como lo es el procedimiento ante los 

jueces ordinarios. El arbitraje debido a su origen contractual, tiene la 

flexibilidad de facultar a las partes para que determinen las reglas de 

procedimiento a las que desean someterse en aras de  resolver su 

conflicto, permitiéndose, por ejemplo, que sean quienes determinen 

los plazos a los que se regirán para las distinta actuaciones 

procesales, la  libre elección de la institución que administrará el 

arbitraje,  "En efecto, es precisamente en la posibilidad de escoger 
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con amplia libertad las normas de procedimiento, donde se percibe 

con más evidencia el amplio campo de acción que se reconoce a la 

libertad individual de las partes para autorregular directamente o por 

delegación, la manera como ellas estiman adecuado se ventilen sus 

controversias actuales o potenciales.  Y esto tiene mucho sentido si se 

recuerda el carácter de método alternativo que posee el arbitraje 

como medio de resolver conflictos, pues permite que las partes 

diseñen un "traje a la medida", balanceando los múltiples factores a 

considerar ante una potencial controversia: calidad de los árbitros, 

costos, tiempo de duración del proceso, grado de profundidad en la 

presentación y análisis de pruebas y argumentos, etc” (Albónico, 

2005) 

 

A su vez en relación a la flexibilidad, se debe resaltar que el arbitraje 

constituye un proceso autónomo, al respecto los juristas Álvaro 

Galindo Cardona y Hugo García Larriva señalan: 

 

“(…) el arbitraje, al estar fundamentado en la autonomía de 

la voluntad, permite que las partes pacten y diseñen reglas 

que más convengan a su particular relación. Esta interacción 

entre las partes tiene características similares a las de un orden 

espontáneo: la ausencia de planificación, de rigidez y de 

inmutabilidad (…)” (Galindo Cardona & García Larriva, 2014) 

 

Sin embargo, en el desarrollo del trabajo se podrá evidenciar que pese a la 

autonomía del procedimiento arbitral con la justicia ordinaria, el sistema no 

es autocontenido (Galindo Cardona & García Larriva, 2014) en cuanto la 

LAM expresamente designa determinadas actividades para que se rijan por 

la justicia ordinaria, como es el caso de la acción de nulidad del laudo 

arbitral. 

v. Confidencialidad: una de las características principales del arbitraje, 

es la confidencialidad,  a diferencia del proceso ordinario que se rige 

por el principio de publicidad, el procedimiento arbitral es por su 

naturaleza confidencial; el jurista Jose F. Merino Merchán, señala que 

existe un natural deseo de las partes de no dar publicidad a las 



20 
 

divergencias judiciales que enfrentan, lo que no ocurre en los 

procesos estatales a los que los medios de comunicación como el 

público en general tienen acceso. (Merino Merchán, 2016) 

 

Adicionalmente, existen materias  muy  sensibles  al conocimiento 

externo de las partes, disputas relacionadas con la propiedad 

industrial, el know-how de las partes contendientes, o simplemente 

controversias que por privacidad es  mejor mantener reservadas. 

En el ecuador, tanto la sociedad como la propia administración de 

justicia, concuerdan en que nuestro sistema de justicia no es eficiente, 

pues los procesos judiciales son excesivamente lentos, los trámites  

previstos en el antiguo Código de Procedimiento Civil, pese a que a la 

fecha de su promulgación preveían trámites supuestamente expeditos, 

resultaron ser irrespetados por los administradores de justicia, en razón de 

la “excesiva carga procesal” del sistema. Con estos antecedentes, es 

que el arbitraje como método alternativo de solución de conflictos, tiene 

como finalidad suministrar a la sociedad una forma efectiva de solución 

de disputas. 

 

Es por lo expuesto, que la Institución del arbitraje históricamente se ha 

definido cómo un método eficaz, ante las deficiencias del sistema de 

justicia ordinario actual, mismo que con una correcta acogida por la 

sociedad y los operadores judiciales, como método alternativo para la 

solución de controversias, debería servir de apoyo a la justicia ordinaria, 

para mitigar la  congestión  que presenta,  y de otro lado dar mayor 

seguridad, certeza y confianza a la población. (Andrade Cevallos, 2011) 

 

2) El laudo Arbitral: Efectos y Características 

 

Mediante la suscripción del convenio arbitral, las  partes que deciden 

voluntariamente someter sus disputas a arbitraje, no solo se obligan a 

seguir un procedimiento legal específico, si no atribuyen a un tercero 

privado, que por su voluntad se convierte en juez privado de esa 
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controversia específica, la facultad de resolver el litigio mediante un 

laudo arbitral, cumpliendo a través del mismo la función jurisdiccional 

que les encomienda.  

 

Guillermo Cabanellas, en su Diccionario Jurídico Elemental, define al 

laudo en general como: 

“(…) la sentencia o fallo que pronuncian los árbitros o amigables 

componedores en los asuntos sometidos a ellos voluntariamente 

por las partes, y que poseen fuerza ejecutiva de sentencia firme, 

una vez consentidos o agotados los recursos de que son 

susceptibles, de pasar en autoridad de cosa juzgada como los 

fallos de los tribunales ordinarios.” (Cabanellas, 1979) 

 

 

En este sentido, el laudo arbitral es la decisión emanada de los árbitros, 

que pone fin a proceso arbitral, tiene fuerza vinculante y es de 

obligatorio cumplimiento para las partes que sometieron sus 

controversias a este mecanismo. (Caivano, El Arbitraje, 2000) El mismo 

tanto por su contenido formal como sustancial constituye una verdadera 

sentencia, teniendo los mismos efectos y alcance, debiendo resaltar que 

el laudo es para el árbitro lo que la sentencia es para el juez, su decisión 

final sobre un conflicto que fue puesto a su conocimiento sobre el cual 

tiene jurisdicción. (Chiriboga, 2012) 

 

En lo que refiere al laudo arbitral, es menester resaltar el contenido de lo 

dispuesto el Art. 32 de la LAM, que en su parte pertinente señala: 

 

“Art. 32.- Ejecutoriado el laudo las partes deberán cumplirlo de 

inmediato. Cualquiera de las partes podrá pedir a los jueces 

ordinarios, que ordenen la ejecución del laudo o de las 

transacciones celebradas, presentando una copia certificada del 

laudo o acta transaccional, otorgada por el secretario del 

tribunal, el director del centro o del árbitro o árbitros, 

respectivamente con la razón de estar ejecutoriada.  

 

Los laudos arbitrales tienen efecto de sentencia ejecutoriada y de 

cosa juzgada y se ejecutarán del mismo modo que las sentencias 

de última instancia, siguiendo la vía de apremio, sin que el juez de 

la ejecución acepte excepción alguna, salvo las que se originen 

con posterioridad a la expedición del laudo.10” 

                                                           
10 Norma consultada 03/03/2016 
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(Subrayado en negritas me corresponde) 

 

De conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo antes 

citado, los árbitros si bien ejercen una función materialmente jurisdiccional, 

que concluye una vez dictado el laudo arbitral,  carecen de poder de  

imperium para ejecutar lo juzgado, por lo que requieren del auxilio de los 

jueces ordinarios para ejecutar su decisión. 

 

Del inciso segundo del artículo antes citado se desprenden los efectos del 

laudo arbitral, que son: i) efecto de sentencia ejecutoriada y de cosa 

juzgada ii) sentencia de última instancia (inapelabilidad del laudo arbitral) 

 

                                    2.1. Efecto de sentencia ejecutoriada 

 

Uno de los motivos de las partes para pactar arbitraje, es que las mismas 

tienen la expectativa de que la controversia se resuelva definitivamente. 

Para Ernesto Salcedo es justamente la obligación que tienen los árbitros  de 

fallar de forma definitiva, lo que impulsa a que las personas acudan al 

arbitraje, pues tienen la convicción de que sus controversias van a ser 

decididas mediante un fallo de fondo definitivo,  un laudo que 

verdaderamente resuelve la controversia y no sigue postergando la solución 

del conflicto. (Salcedo Verduga, 2007). Al respecto Miguel L. Lacruz 

Mantecón señala: 

 

“Resulta evidente que, si queremos hacer del arbitraje un vía eficaz 

para la resolución de conflictos, alternativa a la judicial, es preciso 

que la decisión arbitral no sea un mero dictamen abierto a la 

discusión, ni que no tenga más efectividad que el voluntario 

acatamiento por sus destinatarios, que sea una obligación 

contractualmente asumida que necesita que la autoridad judicial la 

valide para su ejecutividad. Por el contrario, es necesario que el 

laudo decida el conflicto y lo haga definitiva y ejecutivamente” 

(Lacruz Mantecón, 2011) 

 

De conformidad con lo dispuesto en el Art. 30 de la LAM, el laudo causa 

ejecutoría tres días después de haber sido notificado a las partes. Causar 
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ejecutoría en palabras del jurista Guillermo Cabanellas quiere decir 

“sentencia firme; que ha pasado en autoridad de cosa juzgada y puede 

ejecutarse en todos sus puntos.”, asimismo, según Manresa citado por el 

mismo Cabanellas,  se da el nombre de “cosa juzgada”, “a toda cuestión 

que ha sido resuelta en juicio contradictorio por sentencia firme de los 

tribunales de justicia.” (Cabanellas, 1979) 

 

En este orden, Lacruz Berdejo  señala que “la condición de instituto de 

Derecho civil del arbitraje resulta modalizada por la especial fuerza 

ejecutiva y probatoria del laudo, que no se encuentra en ningún otro 

contrato de Derecho privado. La ley, a lo resuelto por los árbitros, le 

reconoce (…) la eficacia que llevan consigo las sentencias, siéndole 

aplicable, en su consecuencia, la presunción de cosa juzgada” (Lacruz 

Berdejo , 1986), en el mismo sentido, el profesor Francisco Gonzales de 

Cossio, sostiene “(…) el árbitro realiza un acto jurisdiccional: emite un fallo (el 

laudo) que tiene fuerza de cosa juzgada y que vincula (obliga) a las 

partes.” (Gonzáles de Cossio, La naturaleza jurídica del arbitraje: un ejercicio 

de balanceo químico, 2007) 

 

De lo expuesto podemos colegir que una vez que se han agotado los únicos 

recursos que caben en contra del laudo arbitral - horizontales de aclaración 

y ampliación, conforme señalaré más adelante - es decir, una vez que ha 

quedado ejecutoriado, nuestro ordenamiento jurídico le reconoce la 

calidad de cosa juzgada (res iudicata). 

 

La cosa juzgada ha sido definida por Couture como “la autoridad y eficacia 

de una sentencia judicial cuando no existen contra ella medios de 

impugnación que permitan modificarla” y por Guasp, como “la fuerza que 

el derecho atribuye normalmente a los resultados procesales” estas 

definiciones coinciden con el principio universal de derecho, contenido en 

el adagio romano res iudicata pro veritate habetur  (Coello García, 1995) 

 

Para el profesor Hérnan Coello García, el fundamento de la cosa juzgada se 

encuentra “(…) en la necesidad social de seguridad. La sola posibilidad de 
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que los procesos judiciales no terminen algún día en forma definitiva, 

provocaría la máxima inseguridad.” (Coello García, 1995) 

 

El hecho de que se reconozca la calidad de cosa juzgada a un laudo 

arbitral, de conformidad con los conceptos que se han enunciado, 

determinan la obligatoriedad incuestionable del mismo, y que dispone de 

plena eficacia jurídica para que pueda ejecutarse su contenido, por lo cual 

resulta inimpugnable, en cuanto ya no puede ser revisado, al no preverse 

recursos en su contra,  y también inmutable en cuanto queda vedada a 

toda autoridad judicial, emitir un nuevo pronunciamiento respecto del 

fondo de la controversia conocida y resuelta previamente por un Tribunal 

arbitral,  convirtiéndose en la máxima preclusión dentro del proceso, 

garantizando la seguridad jurídica de las partes que acuden a arbitraje. 

 

                                          2.2 Inapelabilidad del laudo arbitral 

 

El artículo 30 de la Ley de Arbitraje y Mediación, determina: 

 

“Art. 30.- Los laudos arbitrales dictados por los tribunales de arbitraje 

son inapelables, pero podrán aclararse o ampliarse a petición de 

parte, antes de que el laudo se ejecutoríe, en el término de tres días 

después de que ha sido notificado a las partes. Dentro de este mismo 

término los árbitros podrán corregir errores numéricos, de cálculo, 

tipográficos o de naturaleza similar. Las peticiones presentadas 

conforme a lo establecido en este artículo serán resueltas en el 

término de diez días contados a partir de su presentación. 

 

Los laudos arbitrales no serán susceptibles de ningún otro recurso que 

no establezca la presente Ley.11” 

 

(Subrayado en negrita me corresponde) 

 

De conformidad con lo dispuesto en la norma antes citada, los laudos 

arbitrales son inapelables, lo que quiere decir que no existe un tribunal 

superior con la facultad de hacer una nueva revisión del fondo de la 

controversia, modificando así la decisión adoptada por el Tribunal Arbitral, 

pues conforme señale en líneas anteriores, luego transcurrido el término de 

                                                           
11 Norma Consultada 03/03/2016 
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tres días previsto en la norma, el laudo adquiere ejecutoría y se convierte en 

una decisión inapelable e inmodificable. En este orden, el jurista Roque 

Caivano señala: 

 

“Firme o consentido el laudo, las decisiones que contiene devienen 

irrevisables e improponibles en otras instancias, no pudiendo las 

partes volver a plantearlas ante ningún otro tribunal, ni judicial ni 

arbitral. Adquieren la firmeza propia de un acto Jurisdiccional.” 

(Caivano, 2000) 

 

Así mismo, el profesor Xavier Andrade al referirse a la inapelabilidad de los 

laudos arbitrales sostiene: 

 

“Las partes al someterse a una justicia convencional y no a la 

ordinaria, se obligan a acatar sus reglas y procedimientos y, 

precisamente, una de esas reglas es la inapelabilidad e 

inimpugnabilidad de los laudos, en virtud de la cual las partes se 

comprometen a no interponer recurso alguno en el proceso, a más 

de los permitidos en la ley.” 

 

Adicionalmente, no se puede pasar por alto,  que los únicos recursos 

previstos en la Ley en contra del laudo arbitral, son los recursos horizontales 

de aclaración y ampliación, respecto de estos recursos nuestra Corte 

Nacional, ha señalado: 

 

“El artículo 282 del Código de Procedimiento Civil establece que: “La 

aclaración tendrá lugar si la sentencia fuere obscura; y la ampliación, 

cuando no se hubiere resuelto alguno de los puntos controvertidos, o 

se hubiere omitido decidir sobre frutos, intereses o costas…”. La 

aclaración y la ampliación son consideradas como recursos 

horizontales cuyas motivaciones y argumentaciones difieren entre sí. 

Por tanto, la aclaración cabe cuando la sentencia es obscura y la 

ampliación cuando no se han resuelto los puntos controvertidos.” 

(ACLARACIÓN Y AMPLIACIÓN, 2013) 

 

Como conclusión, debo resaltar que no obstante lo expuesto, la calidad de 

cosa juzgada e inapelabilidad del laudo arbitral, se haya rodeada de 

paradojas, en cuanto aunque sea inmutable y eficaz, aunque se supone 

que no se puede alterar su contenido, con la indebida interpretación de la 

acción de nulidad del laudo arbitral por parte de los tribunales estatales, se 
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han abierto las puertas a los particulares, para abusar de esta acción, 

permitiendo que los jueces alteren la calidad de cosa juzgada del laudo, lo 

que no hacen más que trasladar el proceso arbitral a la justicia ordinaria, 

desnaturalizando así la esencia del arbitraje. 

3) El arbitraje: una mirada constitucional 

3.1 Regulación constitucional 

La Constitución de la república vigente, aprobada mayoritariamente por los 

ecuatorianos mediante referendúm,  y redactada por la Asamblea 

Nacional Constituyente, se aleja de la concepción ideológica de un 

“Estado Liberal de Derecho”, recogida en la antigua Constitución de 1998, si 

bien desde esa fecha nace el Estado constitucional con fuertes elementos 

del Estado Garantista, el modelo se encontraba incompleto en cuanto a la 

carente independencia de la interpretación constitucional del poder 

legislativo, así  los derechos constitucionales  tenían vigencia y eficacia 

jurídica a partir de su concreción normativa a través de la ley, 

reconociéndose el carácter normativo superior de la Ley más no de la 

Constitución. (Zabala Egas, 2009) 

 

Así, la Constitución de la República del Ecuador publicada en el Registro 

Oficial No. 499 de 20 de octubre de 2008, en su título IV  “Participación y 

Organización del Poder” Capítulo Cuarto “Función Judicial y Justicia 

Indígena”, desarrolla en once secciones los principios, organización, 

funcionamiento, y órganos, del régimen de administrar justicia del país. 

 

Dentro de este contexto, el artículo 167 de la CRP12, determina que la 

potestad de administrar justicia emana del pueblo y se ejerce por los 

órganos de la función judicial y por los demás órganos y funciones 

establecidos en la constitución, y a su vez en su artículo 19013, la 

Constitución reconoce al arbitraje, la mediación, y otros medios alternativos 

de solución de conflictos en las materias en las que por su naturaleza se 

pueda transigir. (Neira Orellana, 2011) 

                                                           
12 Norma consultada 03/03/2016 

 
13 Norma consultada 04/03/2016 
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Sin embargo, pese a que la Constitución del 2008, garantiza al arbitraje 

como método alternativo de solución de conflictos, las regulaciones 

constitucionales previstas en la misma -dejando de lado las actuales 

regulaciones al arbitraje mediante la promulgación del Código Orgánico 

General de Procesos14- tienden a restringir la posibilidad de que el Estado se 

someta a arbitraje. Esto en cuanto, del mismo texto del artículo 190 de la 

Carta Magna15, se desprende la prohibición expresa de que las instituciones 

del Estado, en materia de  contratación pública, se sometan a arbitraje, sin 

que exista pronunciamiento previo y favorable del Procurador General del 

Estado. Asimismo, el artículo 42216 del mismo cuerpo normativo,  limitó la 

posibilidad de que el Estado se someta a instancias internacionales de 

arbitraje, al establecer la prohibición de “ceder jurisdicción soberana a 

instancias de arbitraje”, restricción que parece tener su origen en las 

múltiples demandas interpuestas en contra del Ecuador ante el Centro 

Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones en la última 

década, finalmente, la Constitución actual entrevé la posibilidad de revisar 

el fondo de laudos firmes mediante mecanismos constitucionales como la 

acción extraordinaria de protección. (Robalino Orellana, 2011) 

 

En este orden de ideas, al referirnos de la regulación constitucional del 

arbitraje, pese a no ser el tema de estudio en el presente trabajo, me 

parece importante hacer mención  al control de constitucionalidad de los 

laudos arbitrales, a través de la acción extraordinaria de protección,  por lo 

que realizaré una breve referencia a la procedencia de esta acción 

respecto de los laudos arbitrales y las decisiones adoptadas por los 

Tribunales Arbitrales, al respecto expondré las tres tesis interesantes respecto 

de su procedencia: 

 

i. La sala de admisiones de la Corte Constitucional, mediante auto de 

fecha 30 de noviembre de 2010, a las 16h32, dictada dentro de la 

causa signada con el No. 1037-10-EP, declara la admisibilidad de la 

                                                           
14Código Orgánico General de Procesos. Publicado en el Registro Oficial No. 506 de 22 de mayo de 2015. 

 
15 Norma consultada 04/03/2016 

 
16 Norma consultada 04/03/2016 
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acción extraordinaria de protección interpuesta en contra de la 

providencia dictada con fecha 21 de junio de 2010, a las 15h40, por 

el Tribunal Arbitral y de Conciliación de la Cámara de Comercio de 

Guayaquil,  por la cual niega la acción de nulidad presentada por 

propuesta en contra del laudo arbitral dictada dentro del proceso 

arbitral. 

 

La admisión de la acción extraordinaria de protección, se 

fundamenta en lo dispuesto en los artículos 58 y 94 de la Ley 

Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, que 

determinan que la acción extraordinaria de protección procede en 

contra de “autos definitivos”; así como en lo dispuesto en los Arts. 61 y 

62 del mismo cuerpo normativo que determinan los requisitos 

formales de la acción extraordinaria de protección. 

 

Esta resolución de la Corte Constitucional, determina la procedencia 

de la acción extraordinaria de protección en contra de las 

decisiones adoptadas por un Tribunal Arbitral. 

 

ii. La Sala de admisión de la Corte Constitucional, dentro de la causa 

signada con el No. 13-6213-EP, mediante providencia de fecha 16 de 

enero de 2014, a las 09h30, inadmite acción extraordinaria de 

protección presentada en contra del laudo arbitral dictado por el 

Tribunal Arbitral del Centro de Nacional de Mediación y Arbitraje de 

la Cámara de Construcción de Quito, con fecha 24 de noviembre de 

2010. 

 

La negativa de admitir a trámite la acción planteada se fundamenta 

en lo dispuesto en los artículos 61 y 62 de la Ley Orgánica de 

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, en cuanto la 

corte determinó: 

 

“(…) de la revisión de la demanda, y de los documentos que 

acompañan a la misma, se encuentra que en el presente 

caso, el accionante presenta acción extraordinaria de 
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protección contra el laudo arbitral sobre el cual se encontraba 

legalmente facultado para presentar la correspondiente 

acción de nulidad del laudo arbitral, tal como lo establece la 

Ley de Arbitraje y Mediación. La falta de requerimiento del 

accionante, configura la causal tercera del artículo 61 de la 

Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional referente a la demostración de haber agotado 

los recursos ordinarios y extraordinarios (…)”  

 

De esta resolución de la Sala de Admisiones de la Corte 

Constitucional se desprende el criterio de la Corte, de inadmitir las 

acciones extraordinarias de protección en contra de laudos 

arbitrales, si no se ha presentado acción de nulidad del laudo, en 

cuanto se incumpliría de esta manera con el requisito de haber 

agotado los “recursos ordinarios y extraordinarios” en contra del 

laudo arbitral dictado. En lo personal discrepo de esta resolución en 

cuanto los artículos 94 de la Constitución de la República17 y 61 de la 

Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional18, 

determinan con meridiana claridad que deben haberse agotado los 

recursos ordinarios y extraordinarios en contra de la resolución, 

empero la acción de nulidad en contra del laudo arbitral, no puede 

ser considerada de ninguna manera un recurso en contra del laudo 

arbitral, conforme profundizare en el capítulo siguiente. 

 

iii. Existen otras razones por las cuales los juristas determinan que la 

acción extraordinaria de protección no procedería en contra de los 

laudos arbitrales y las decisiones adoptadas por los tribunales 

arbitrales, sintetizadas por el profesor Edgar Neira quién señala: 

 

“ (…) en lo jurídico encuentro más sólida la conclusión de que 

la acción extraordinaria de protección no procede en contra 

de laudos arbitrales ni en contra de ninguna resolución 

adoptada por Tribunales Arbitrales. Las razones en las que se 

apoya esta conclusión, podrían sintetizarse en las siguientes: (i) 

la inexistencia de una norma que hubiere contemplado la 

a.e.p. contra laudos arbitrales; (ii) la alternabilidad del sistema 

arbitral; (iii) la naturaleza del objeto controvertido en un juicio 

arbitral; y, (iv) la eliminación de la Asamblea Constituyente de 

Montecristi hizo respecto de la norma que preveía el control 

                                                           
17 Norma consultada 06/03/2016 
18 Norma consultada 06/03/2016 
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de constitucionalidad de las decisiones de los árbitros.” (Neira 

Orellana, 2011) 

 

Asimismo, respecto de la procedencia de acciones constitucionales 

sobre el laudo arbitral, el jurista mexicano Francisco Gonzáles de 

Cossio, señala: 

 

“(…) ¿O sea que los árbitros privados aplicarán derecho 

constitucional sin estar sujetos a los mecanismos procesales 

que se cercioran que el mismo está correctamente aplicado- 

mismos que aplican a los jueces mismos? Respuesta: “sì”. 

Motivo: porque el laudo es final. Porque ese fue el deseo de las 

partes al optar por un mecaniismo alternativo de solución de 

controversias. ¿Alternativo a qué?- Al sistema judicial. 

Cualquier postua distinta sería contraría a la voluntad de las 

partes (…)” (Gonzáles de Cossio , Procesos constitucionales y 

procesos arbitrales ¿agua y aceite?, 2014) 

 

Por las restricciones antes señaladas, que ha  impuesto  la constitución al 

desarrollo del arbitraje, parece ser que en el Ecuador, el arbitraje como 

medio alternativo de solución de conflictos, ha sufrido un proceso regresivo, 

al respecto el mismo jurista Edgar Neira Orellana Sostiene: 

“El instituto arbitral lamentablemente, no ha podido escapar a este 

proceso regresivo, en que el Estado pretende instituirse en el gestor 

monopólico de la administración de justicia y del bien común, en el 

dispensador exclusivo de cualquier derecho y en la instancia vigilante 

del sistema de justicia privada a que tenemos derecho los 

ciudadanos” (Neira Orellana, 2011) 

 

Ahora bien, es menester tomar en consideración, que conforme señalé, la 

Constitución vigente se aleja de la concepción de Estado liberal de 

derecho, y se rige por el nuevo  modelo de Estado Constitucional de 

Derechos y Justicia, cuyo órgano protagonista, no es el poder legislativo 

como lo era antiguamente, en el que los jueces eran simple “boca de ley”, 

sino,  el protagonista actual es poder judicial, pues, conforme el criterio de 

ALEXY, ZAGREBELSKY, GUASTINI Y PRIETO SANCHÍS, citados por Jorge Zabala 

Egas, los jueces se vuelven creadores de derecho al tener poder para la 

determinación de derechos, en lugar de la antigua exclusividad del 

legislador para desarrollarlos (Zabala Egas, 2009),  dado el carácter 
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normativo de la constitución, que no requiere de ninguna voluntad 

legislativa para su aplicación (Prieto Sanchís, Derechos fundamentales, 

neoconstitucionalismo y ponderación judicial., 2007), Consecuentemente, el 

desarrollo o regresión de la institución jurídica del arbitraje, se encuentra en 

manos de la interpretación que hagan de las normas que regulan el 

sistema, los jueces que integran los juzgados y cortes de la Función Judicial,  

en este sentido el criterio del jurista Edgar Neira al respecto, parece 

acertado, en cuanto sostiene: 

 

“(…) sin embargo, es de destacar que, en el caso particular del 

arbitraje sometido al derecho ecuatoriano, no es la constitución de 

Montecristi, en sí , la que menoscaba el funcionamiento de la 

institución, sino las interpretaciones interesadas que han hecho de su 

texto, originadas en el afán de algunos operadores legales, de 

acomodar velas al viento estatista que hoy sopa con fuerza sobra la 

institucionalidad del ecuador.” (Neira Orellana, 2011) 

 

En virtud de lo expuesto, podemos concluir que se encuentra en manos de 

los operadores legales de la Función Judicial, permitir el desarrollo del 

sistema arbitral ecuatoriano, garantizando el derecho que tenemos de 

someternos a medios alternativos de solución de disputas como el arbitraje. 

  

3.2. Judicialización del arbitraje 

 

Como señale en líneas  anteriores, el laudo arbitral es inapelable, esto por 

cuanto la tendencia tanto antigua, como actual, es la de limitar la 

intervención jurisdiccional en el arbitraje. 

 

Si bien  procedimiento arbitral se sustancia fuera de los tribunales estatales, 

el sistema funciona de forma paralela a los mismos, pues requiere de su 

auxilio en determinadas ocasiones, el profesor Ernesto Salcedo, al respecto 

manifiesta:   

“(…) funciona generalmente en forma paralela a la justicia ordinaria 

a la que recurre en diferentes oportunidades para interposición de la 
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acción de nulidad, ejecución de medias cautelares, y del fallo.” 

(Salcedo Verduga, 2007)  

 

En este orden, es importante resaltar, que las partes que se someten a 

arbitraje, renuncian a la justicia ordinaria, y a su vez dejan de lado las reglas 

de procedimiento comunes a esos procedimientos, obligándose a acatar 

las reglas específicas del procedimiento arbitral, en aras de que la justicia 

alternativa, cumpla con su función de dar solución rápida y eficaz a la 

controversia surgida, siguiendo las características de un proceso, célere, 

económico en tiempo y dinero, flexible, y fuera de la congestión que 

padece la justicia ordinaria. 

 

Las partes que se someten a arbitraje, esperan efectivamente que la 

intervención de las cortes ocurra únicamente en lo que refiere a la 

ejecución de medidas cautelares y del laudo, así como en la sustanciación 

de la acción de nulidad, que también por su naturaleza, debe ser rápida y 

de única instancia, conforme desarrollaré a lo largo del presente trabajo. 

 

Sin embargo, existen casos en los que, la justicia arbitral se traslada a los 

tribunales estatales, desnaturalizando su finalidad; en este orden, la 

judicialización del arbitraje se refiere a la intervención judicial y revisión de 

laudos por parte los Tribunales Estatales, de tal manera que impide que el 

arbitraje como método alternativo de solución de controversias, cumpla su 

finalidad. Respecto de lo expuesto Carlos Alegría, citado por Miguel 

L.Lacurz, sostiene: 

 

“Algunos autores han definido que contra el laudo arbitral no debe 

darse ninguna posibilidad de impugnación judicial, en cuanto la mera 

sumisión de las partes a arbitraje supone una completa exclusión de 

cualquier vía jurisdiccional y un total acatamiento del sistema elegido 

para la solución de disputas. Si el mecanismo del arbitraje está dirigido 

precisamente a excluir la vía de la jurisdicción y facilitar la solución de 

disputas, se entiende mal que quepa ulteriormente una vía de 

judicialización de la decisión que hayan adoptado los árbitros que 

además prolonga la litigación” (Lacruz Mantecón, 2011) 
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El autor Daniel Robalino Orellana, al referirse a la intervención judicial y 

revisión de laudos, resalta que la mayoría de los países iberoamericanos, 

adoptó en sus leyes de arbitraje el principio de intervención limitada de las 

Cortes Estatales, principio que se encuentra recogido por el  Art. 5 de la Ley 

Modelo CNUDMI, y que tiene por objeto excluir cualquier poder de 

intervención en los procedimientos arbitrales que pudiese atribuirse a los 

tribunales de justicia estatal, en virtud de otras leyes domésticas, 

aumentando así la independencia del arbitraje y  la certeza de quienes lo 

utilizan. La lex arbitri ecuatoriana, en su artículo 7, reconoce el principio de 

intervención limitada (Robalino Orellana, 2011). 

 

Sin embargo en aplicación de normas constitucionales, conforme deje 

sentado en párrafos anteriores, se  ha permitido la intervención de la justicia 

ordinaria en procesos arbitrales, así como a través de la indebida 

interpretación que han dado las cortes, a la interposición de la acción de 

nulidad del laudo arbitral, que sirve como instrumento a la parte perdedora 

de la contienda, para trasladar el proceso a la justicia ordinaria, logrando 

así dilatar el cumplimiento de su obligación, pues si bien el laudo arbitral por 

su naturaleza es inapelable, la interpretación que han realizado las  Cortes,  

so pretexto de la supuesta existencia de recursos legales y acciones 

constitucionales sobre la sentencia que resuelve el recurso de nulidad del 

laudo arbitral, han permitido la judicialización de los proceso arbitrales en el 

país.  

 

La intervención judicial en el arbitraje se ha dado por diferentes motivos,  y 

utilizando acciones y recursos judiciales diferentes, sin embargo, el punto en 

común es que las cortes estatales han impedido la correcta ejecución de 

los laudos dictados dentro de los procesos arbitrales que derivan de un 

convenio arbitral válidamente celebrado (Robalino Orellana, 2011).   

 

Los juristas Álvaro Galindo y Hugo García señalan: 

“Muchos académicos y practicantes del arbitraje han visto en los 

códigos procesales aquel artilugio por el cual el formalismo, ritualismo 

y rigidez de la justicia ordinaria viene a destruir la eficiencia, eficacia 

y flexibilidad del arbitraje. Esto lamentablemente, ha demostrado ser 
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verdad en no pocos casos.” (Galindo Cardona & García Larriva, 

2014) 

 

De lo expuesto podemos determinar que resulta totalmente legítimo, que las 

personas que deciden someter sus disputas a arbitraje, teman que la 

judicialización distorsione el proceso arbitral, al ser en última instancia las 

cortes estatales, quienes conozcan y resuelvan respecto de los hechos 

puestos inicialmente en conocimiento de un tribunal de arbitraje. 
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CAPÍTULO SEGUNDO: 

LA ACCIÓN DE NULIDAD DEL LAUDO ARBITRAL 

 

1) La acción de nulidad del laudo arbitral: generalidades, naturaleza,  

trámite y causales. 

 

                  1.1 Generalidades: definición y objeto de la acción 

 

Recordemos que las partes al pactar arbitraje, tienen la expectativa de que 

la controversia se resuelva definitivamente mediante el laudo arbitral, es por 

ello que por regla general  la actividad arbitral y sus decisiones, no permiten 

la existencia de  un sistema de recursos en el procedimiento arbitral análogo 

al que existe en cualquier proceso, como destaca Lorca Navarrete, citada 

por Miguel Lacruz,  la primera justificación se encuentra en la estructura no 

jurisdiccionalizada del arbitraje, pues la ley no debe facilitar recursos que 

propugnarían la intervención jurisdiccional en el arbitraje. (Lacruz Mantecón, 

2011) 

El laudo, es el resultado final de la actividad arbitral pactada mediante el 

convenio arbitral (Lacruz Mantecón, 2011),  mismo que de conformidad con 

lo dispuesto en los artículos 30 y 32  de la Ley de Arbitraje y Mediación19,  

tiene efecto de sentencia ejecutoriada y cosa juzgada, y es inimpugnable e 

inapelable. Sin embargo pese a estas características, la doctrina arbitral y la 

tendencia mayoritaria de las legislaciones recogida en la Ley Modelo 

CNUDMI, reconocen una forma legítima de revisión judicial del laudo 

arbitral: La acción de nulidad o acción de anulación del laudo arbitral. 

Para determinar cuál es la finalidad de la acción de nulidad del laudo, es 

menester resaltar que cuando se debatió el texto de la Ley Modelo 

CNUDMI, en un principio se quiso limitar en su totalidad cualquier tipo de 

injerencia judicial en la resolución arbitral, permitiéndola únicamente en lo 

que refiere a la ejecución del laudo, donde el juez de ejecución podía 

                                                           
19 Norma consultada 07/03/2016 
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decidir la ejecución o no del mismo, si incurría en determinadas causales. Sin 

embargo, los países opositores, entre ellos España, quienes impusieron la 

corriente en la mayoría de legislaciones, señalaron que con la existencia de 

la acción de nulidad se otorga al órgano jurisdiccional la facultad de 

controlar a posteriori  la actuación del tribunal arbitral, en relación a errores 

in procedendo (Andrade Cadena, 2001) en el arbitraje, garantizando de 

esta manera el derecho a la tutela judicial efectiva. 

En este orden, me permito citar el criterio de Cabanillas Sánchez, quien 

sostiene: 

“Es lógico que, cuando el nacimiento, el desarrollo y la conclusión del 

arbitraje, no se ajusten a lo prescrito en la ley, quepa el recurso dirigido a 

anular el laudo emitido por los árbitros, que necesariamente ha de 

instrumentarse a través de la vía judicial. Si esto no aconteciera existiría 

una auténtica denegación del derecho del derecho fundamental de las 

partes a la tutela judicial efectiva (…) (Cabanillas Sánchez, 1991) 

 

Ahora bien, pensar en que las partes que se someten a arbitraje renuncian 

al derecho constitucional de tutela judicial efectiva, tomando en 

consideración que es un derecho irrenunciable, no es razonable, y  

tampoco  parece admisible que una resolución arbitral, pueda, por virtud 

legal, producir efectos de cosa juzgada, propios de las sentencias firmes, 

dejando a las partes desprovistas, por lo menos, de la posibilidad de 

acogerse a una acción de nulidad, que permita la impugnación del laudo 

en caso de que se hayan vulnerado garantías básicas del debido proceso. 

(Álvarez Sánchez de Movellán, 1996) 

 

En nuestra legislación, la acción de nulidad se encuentra regulada en el Art. 

31 de la LAM20,  garantizando de esta manera, a las partes que se someten 

a arbitraje,  el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva consagrado 

en el Art. 75 de la Constitución de la República21, que de conformidad con 

lo sentado por la Corte Constitucional, consiste en el derecho  “por el cual 

toda persona tiene la posibilidad de acudir a los órganos jurisdiccionales, 

                                                           
20 Norma consultada 10/03/2016 
21 Norma consultada 10/03/2016 
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para que a través de los debidos cauces procesales y con unas garantías 

mínimas, se obtenga una decisión fundada en derecho sobre las 

pretensiones propuestas.” ( Caso No. 1037-10-EP, 2012) 

 

El jurista Gaberí Llobregat, citado por Miguel Lacruz, define a la acción de 

nulidad como: 

“acción procesal de naturaleza impugnatoria de carácter 

extraordinario, que el ordenamiento jurídico confiere a quienes 

hayan sido parte en un previo pronunciamiento arbitral, y resulten de 

algún modo gravados por el laudo definitivo que  haya puesto 

término al mismo.” 

(Subrayado en negrita me pertenece) 

 

En este orden de ideas, las partes que voluntariamente se someten a 

arbitraje, pretenden sustraer su pretensión de la vía judicial, 

consecuentemente la acción de nulidad, tiene un carácter restrictivo o 

extraordinario, y debe ser considerada la única vía de acceso para la 

impugnación de un laudo arbitral, (Lacruz Mantecón, 2011). Sin que la 

misma sea entendida como un recurso de alzada, que permita a los 

juzgadores revisar el fondo de la controversia, y mucho menos aún 

modificar la resolución dictada por el tribunal arbitral. Por lo expuesto es 

que, mediante sus fallos, los administradores de justicia ecuatorianos han 

delimitado el objetivo de la acción de nulidad, y con ello la competencia 

de los mismos para conocer y resolver respecto de acciones de esta índole, 

permitiéndome resaltar, lo sentado por la Corte Provincial de Justicia del 

Pichincha, dentro del caso Jr. Security Cía. Ltda. vs. Productos Avon del 

Ecuador S.A.: 

“las características principales de la acción de nulidad es que es una 

acción extraordinaria y limitada por decisión del legislador, que ha sido 

concebida como un mecanismo de control judicial del procedimiento 

arbitral, mas no como una vía para acceder a una instancia que revise 

íntegramente la controversia resuelta por el laudo.” (Jr. Security Cía. 

Ltda. vs. Productos Avon del Ecuador S.A., 2010) 
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Asimismo, la H. Corte de Justicia, hoy Corte Nacional, en su sentencia No. 

242-2007 , publicada en el R.O Suplemento 542, 6 de marzo de 2009, en lo 

que refiere al objeto de la acción de nulidad del laudo arbitral, señaló: 

“el objetivo … no es otro que verificar la existencia o no de 

determinados vicios anulatorios en el procedimiento arbitral… lo cual 

impide a los órganos jurisdiccionales que conocen tal acción, el 

dictaminar sobre el fondo del asunto sometido al procedimiento 

arbitral ya que lo que en éste se resuelve, de conformidad con el Art. 

32 de la Ley de Arbitraje y Mediación, tiene efecto de sentencia 

ejecutoriada y de cosa juzgada … No corresponde a esta Sala, 

atenta contra la naturaleza de la acción de nulidad de laudo…., 

analizar si el Tribunal hizo bien o mal en acoger los principios y las 

bases legales que fundamentaron su decisión, porque dicha acción 

de nulidad de laudo no comporta en recurso de alzada contra la 

resolución adoptada.” (Sentencia No. 242-2007, 2007) 

 

La doctrina internacional y las distintas legislaciones recogen la regla 

general de que la acción de nulidad de laudo únicamente tiene por objeto 

invalidarlo, por lo que los jueces al resolver no pueden modificar el mismo, ni 

emitir un nuevo pronunciamiento de fondo. Por ser un asunto de actualidad, 

me referiré brevemente  a la solicitud de nulidad presentada por el Estado 

Ecuatoriano ante el CIADI22, en el caso Occidental Exploration & Production 

Co. Vs. Ecuador . 

Dejo sentado, que si bien la “solicitud de nulidad” en los procesos de 

inversiones seguidos en el CIADI, tiene sus propias reglas de procedimiento- 

establecidas en el artículo 52 del Convenio CIADI23-, la resolución adoptada 

por el Comité de Anulación conformado para el caso en concreto, es 

interesante en lo que refiere al objeto de la acción de nulidad. 

El 09 de octubre de 2012 el Estado Ecuatoriano presenta una solicitud de 

anulación y suspensión del laudo arbitral dictado el 05 de octubre de 2012, 

por el Tribunal Arbitral Integrado para la resolución de la Controversia entre 

la petrolera estadounidense y el Estado Ecuatoriano. Las causales de 

anulación esgrimidas por el Estado Ecuatoriano fueron: i) Extralimitación de 

                                                           
22 Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones 

 
23 Norma Consultada 15/03/03. Ratificado por el Ecuador mediante Decreto Ejecutivo No. 1417- B 

publicado en el Registro Oficial No. 309 de fecha 19 de abril del 2001 y Denunciado mediante Decreto 

Ejecutivo No. 1823 de fecha 02 de julio del 2009. 
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las facultades del Tribunal por la falta de competencia y por falta de 

aplicación de la ley de fondo; ii) Quebrantamiento grave de una norma de 

Procedimiento; y finalmente iii) Omisión de la expresión de los motivos en 

que este se funda del laudo. 

El 02 de noviembre de 2015, el Comité de anulación del CIADI, notifico su 

decisión respecto de la solicitud de anulación presentada, concluyendo 

que el laudo era parcialmente nulo en cuanto el Tribunal Arbitral decidió 

respecto de la inversión que pertenecía al inversionista chino Andes, 

cuando carecía de competencia para el efecto, reduciendo de esta forma 

en un 40% la indemnización fijada por el Tribunal arbitral en el laudo 

dictado, la sustitución del monto de la indemnización, se la realizó con 

fundamento en el principio de economía procesal, señalando que las 

partes no deberían incurrir en más costos y demoras en un nuevo proceso. 

(Andrade Veloz Abogados, 2016) 

¿Esta decisión implica modificación del laudo arbitral? ¿Podía el Comité de 

anulación conformado para el caso reducir la indemnización que mando a 

pagar inicialmente el Tribunal Arbitral? 

Respecto de estas interrogantes, el Jurista Xavier Andrade Cadena, señala 

que es un tema difícil, y que no existe una posición unánime al respecto, 

personalmente considera que no es posible reducir el monto vía anulación, 

y que lo que se debía hacer era anular parcialmente el laudo sin modificar 

el monto, sin embargo ¿Qué otra alternativa tenía el tribunal? ¿Enviar a las 

partes a un nuevo y costoso proceso para definir el monto? (Andrade 

Cadena, comunicación personal, 27 de abril de 2016) 

Debemos recordar que por regla general la anulación del laudo solo puede 

invalidarlo de manera total o parcial, o afirmar su validez, sin modificar el 

contenido del mismo, por lo que reducir el monto de la indemnización, de 

hecho implica una modificación del laudo arbitral, sin embargo el Tribunal 

ad – hoc conformado para el caso, redujo la sanción con fundamento en el 

principio de economía procesal, lo que resultó ser una medida efectiva 

para evitar que las partes resuelvan el monto de la indemnización en nuevo 

proceso. 
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Bajo nuestra legislación, de la misma manera, lo que se emprende con la 

acción de nulidad,  es un proceso de impugnación de la validez del laudo, 

específicamente cuando existen determinados vicios en el procedimiento 

arbitral (in procedendo) , establecidos taxativamente en el artículo 31 de la 

LAM y que principalmente guardan relación con el ejercicio del derecho a 

la defensa de las partes procesales, como pilar fundamental del debido 

proceso legal, y como medio para garantizar que el nacimiento, desarrollo 

y conclusión del procedimiento arbitral se ajusten a lo establecido en la ley. 

(Andrade Cadena, 2001) 

1.2  Naturaleza jurídica: acción o recurso 

 

Las diversas legislaciones, y la doctrina, han sido claras al determinar -

siguiendo el criterio de Montesinos García- que no existen recursos contra el 

laudo, pero sí medios impugnatorios de la cosa juzgada que el laudo firme 

produce. (Lacruz Mantecón, 2011) 

En un principio,  con la promulgación de la Ley de Arbitraje y Mediación, los 

tribunales dieron a la acción de nulidad diversos tratamientos (Marchán, 

2011), pues el artículo 31 de la LAM, confundía la palabra acción y recurso 

como si fuesen sinónimos. El inciso primero de la norma prescribía 

“Cualquiera de las partes podrá intentar acción de nulidad de un laudo 

arbitral (…)” sin embrago los incisos sexto, séptimo  y décimo de la misma 

norma, preferían el término recurso. (Andrade Cadena, 2001).  

 El jurista Carlos Alegría -citado por el autor Miguel Lacruz- respecto de la 

naturaleza jurídica de la acción de nulidad sostiene: 

“Respecto de la anulación se evita la expresión  “recurso” por 

resultar técnicamente incorrecta se quiere resaltar que el laudo no 

es el producto de una actividad jurisdiccional, sino arbitral, y que por 

tanto contra el mismo no se ejercita un recurso, sino una acción de 

invalidez, de anulación, como la que procede contra un acto o 

negocio en el que ocurre un motivo invalidante.” (Lacruz Mantecón, 

2011) 

En nuestra legislación, la diferenciación entre acción y recurso es 

trascendental. Davis Echandía define a la acción como: 
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“(…) derecho público, cívico, subjetivo, abstracto y autónomo, que 

tiene toda persona natural o jurídica, para obtener la aplicación de 

la jurisdicción del Estado a un caso concreto mediante una 

sentencia, a través de un proceso." (Devís Echandía, 2012) 

Por su parte el mismo autor, define al recurso como: 

 “la petición formulada por una de las partes, principales o 

secundarias, para que el mismo juez que profirió una providencia o su 

superior la revise con el fin de corregir los errores de juicio o de 

procedimiento (in judicando o in procedendo) que en ella se hayan 

cometido”. (Devís Echandía, 2012) 

Siguiendo a Lete Achirica, la denominación de recurso se utiliza  para el 

instrumento de impugnación de resoluciones no firmes, mientras que el 

laudo impugnable es definitivo, y como tal, no admite recurso (Lacruz 

Mantecón, 2011), los recursos se conciben generalmente para que 

tribunales jerárquicamente superiores, revisen la decisión del inferior por la 

existencia tanto de errores sustantivos, como adjetivos, (Márchan & 

Andrade, 2009) permitiéndoles revisar nuevamente el fondo de la 

controversia y sustituir la decisión del inferior. En el caso de la acción de 

nulidad se debe tener presente, que la ley prohíbe la interposición de 

recursos contra el laudo arbitral,  el Presidente  Corte Provincial no es 

jerárquicamente superior al tribunal arbitral que dictó el laudo24 y que las 

partes mediante el convenio arbitral, estipularon que sea un tribunal de 

arbitraje quien resuelva definitivamente su pretensión, no los tribunales 

estatales. (Andrade Cadena, 2001) 

Por su parte la acción es el derecho de toda persona para acceder a los 

órganos de la administración de justicia, para exigir su pronunciamiento 

respecto de una pretensión determinada, que en el caso de la acción de 

nulidad, será la existencia de una o varias causales de anulación del laudo, 

que hayan viciado el procedimiento arbitral, obteniendo como resultado, la 

ineficacia del laudo; acción que se debe plantear  a través de una 

demanda de anulación, no a través de la interposición de un recurso; por lo 

                                                           
24 “El juez de anulación no es superior jerárquico del Tribunal de arbitramento y, en consecuencia, no 

puede convertirse en segunda instancia para juzgar el laudo por errores en iudicando y así modificar sus 

decisiones por el solo hecho de no estar de acuerdo con sus concepto o juicios de valor” 

PETROINDUSTRIAL vs. Di Chem del Ecuador S.A., Sentencia de la Presidencia de la Corte Provincial del 

Pichincha, 22 de marzo de 2010 pg. 7 (Marchán, 2011) 
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tanto el juez que resolverá la validez o invalidez del laudo, no tiene la 

potestad de dictar una resolución distinta para el caso sometido a arbitraje, 

no puede emitir un nuevo laudo, (Lacruz Berdejo , 1986)  el control 

jurisdiccional sobre la validez del mismo, no permite solicitar a las partes un 

nuevo análisis de los hechos y la aplicación del derecho -que es 

precisamente lo que se pide en un recurso- Miguel Lacruz señala 

textualmente “la finalidad de la acción es por tanto puramente negativa: 

destructiva, si se quiere” pues no tiene el carácter de apelación ni de 

segunda instancia (Lacruz Mantecón, 2011). 

Asimismo, Font Serra citado por Fernando Reglero Ramos señala que: 

“Los mal llamados recursos contra el laudo arbitral no son 

propiamente recursos, sino que nos hallamos ante el ejercicio de una 

acción, solicitando la nulidad del laudo cuando concurren las 

causas previstas legalmente”. (Reglero Ramos , 1991) 

 

Esta situación, llevo a que la Corte Nacional se pronuncie al respecto, en el 

Caso Latin American Telecom vs Pacifictel, y aclare que la acción de 

nulidad se persigue por medio de una acción  y no de un recurso, lo que 

motivo la reforma a la Ley de Arbitraje y Mediación el año 2005, en la que se 

eliminó la confusión entre acción y recurso que contenía la norma, 

determinando que la nulidad del laudo debe proponerse como una 

acción. (Márchan & Andrade, 2009), como en el resto de legislaciones. 

 

1.3 Causales de nulidad del laudo arbitral 

 

El Art. 32 de la Ley de Arbitraje, señala las causales para iniciar una acción 

de nulidad del laudo arbitral: 

“a) No se haya citado legalmente con la demanda y el juicio se ha 

seguido y terminado en rebeldía. Será preciso que la falta de 

citación haya impedido que el demandado deduzca sus 

excepciones o haga valer sus derechos y, además, que el 

demandado reclame por tal omisión al tiempo de intervenir en la 

controversia;  
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b) No se haya notificado a una de las partes con las providencias del 

tribunal y este hecho impida o limite el derecho de defensa de la 

parte;  

c) Cuando no se hubiere convocado, no se hubiere notificado la 

convocatoria, o luego de convocada no se hubiere practicado las 

pruebas, a pesar de la existencia de hechos que deban justificarse;  

d) El laudo se refiera a cuestiones no sometidas al arbitraje o 

conceda más allá de lo reclamado; o, 

e) Cuando se hayan violado los procedimientos previstos por esta Ley 

o por las partes para designar árbitros o constituir el tribunal arbitral.25” 

 

Las cinco causales establecidas en la ley, son taxativas, tasadas, esto por 

cuanto para evitar la judicialización del arbitraje, la ley únicamente debe 

prever un elenco de supuestos en los que la intervención judicial es 

admisible (Caivano, La cláusula arbitral evolución histórica y comparada, 

2008). En lo que refiere a las características de las causales de nulidad, el 

jurista Juan Manuel Marchán, señala: 

“Estas causales de anulación tienen dos características 

fundamentales: i)  son taxativos y ii) se refieren a irregularidades 

adjetivas o errores in procedendo mas no a irregularidades 

sustantivas o errores in iudicando.” (Marchán, 2011) 

En lo que refiere a la primera característica de las causales de nulidad del 

laudo arbitral, ha existido discusiones respecto de si ante la presencia de 

otros hechos que de igual manera podrían vulnerar los derechos de las 

partes en un procedimiento arbitral, pueden ser aplicados para iniciar una 

acción de nulidad, pese a que no se adecuen a las causales previstas en el 

artículo 32 de la Ley de Arbitraje y Mediación26. (Marchán, 2011). Sin 

embargo, la doctrina coincide en que las causales de nulidad son taxativas, 

y así lo han reiterado las cortes, como es el caso de la Sentencia de la 

Presidencia de la Corte Provincial de Pichincha de 25 de noviembre de 

2009, dictada dentro del caso Quasar Nautica Expeditions S.A vs. Ocean 

Adventures S.A., que en su parte pertinente señala: 

                                                           
25 Norma consultada 15/03/2016 
26 Norma consultada 17/03/2016 
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“DÉCIMO: Los motivos de nulidad se encuentran taxativamente 

establecidos en el Art. 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación”27 

(Quasar Nautica Expeditions S.A vs. Ocean Adventures S.A, 2009) 

Como consecuencia estas características, los jueces se encuentran 

vedados de conocer respecto de cualquier hecho alegado, que no se 

enmarque dentro de las causales previstas en la ley, y carecen de 

competencia para conocer y resolver respecto de otros hechos. En este 

orden, me parece importante resaltar que la Ley Modelo UNCITRAL, en su 

artículo 34, establece como causales para solicitar la nulidad de un laudo 

arbitral, la inarbitrabilidad de la materia, y que la decisión adoptada sea 

contraria al orden público.  

En nuestra legislación, las causales citadas de la Ley Modelo, no se 

encuentran previstas en la ley, en lo que refiere a la inarbitrabilidad de la 

materia, considero que si debería ser una causal de anulación del laudo, 

pero se requiere voluntad legislativa expresa, es decir una reforma al 

artículo 32 de la LAM, que la establezca como una nueva causal; en lo que 

refiere a la vulneración del orden público, considero que es una causal muy 

abierta, en cuanto el orden público es un concepto jurídico indeterminado, 

y que esta causal únicamente podría tener relevancia cuando nos 

encontremos frente a un laudo arbitral extranjero, sin embargo respecto de 

este tema, ya se encarga La Convención de Nueva York de 1958, y el 

actual Código Orgánico General de Procesos, en lo que refiere a la 

ejecución de laudos arbitrales. 

Respecto de la segunda característica de las causales de nulidad, es decir, 

que las mismas se refieren únicamente a errores in procedendo más no a 

errores in iudicando, en primer lugar  es importante destacar el criterio de las 

cortes al respecto, y en segundo lugar realizar un breve análisis de las 

causales de nulidad previstas en la ley. 

En lo que refiere al criterio de las cortes, la Sentencia de la Presidencia de la 

Corte Provincial de Pichincha de 31 de marzo de 2010, dentro del caso 

Taminternacional Cia Ltda. vs. Fernando Albornoz, es clara al determinar 

que las causales previstas en la LAM, impiden al juzgador revisar el fondo del 

                                                           
27 Este fue el mismo criterio de la Corte Provincial de Pichincha, en su Sentencia de fecha 10 de 

diciembre de 2008, dictada en el caso Olicporp S.A. v Masgas S.A. 
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asunto, consecuentemente, no existe posibilidad de que el Presidente de la 

Corte analice errores en la aplicación del derecho, o valoración de los 

hechos por parte del tribunal arbitral. La  sentencia mencionada, en su 

parte pertinente señala: 

“… Las causales para acudir a la acción de nulidad son restringidas sí 

se las compara por cuestiones que podrían ser planteadas mediante 

un recurso de apelación o cualquier otra vía que habilite al juez para 

conocer el fondo de la controversia como un limitación que impide 

al juzgador revisar el fondo del asunto”.   

En lo que respecta  a las tres primeras causales, las mismas 

fundamentalmente se refieren a la garantía del principio de contradicción –

inherente al debido proceso legal-, como principio fundamental del modelo 

adversarial, que se fundamenta en la idea de un enfrentamiento de partes 

iguales, donde frente a una alegación o petición, surge la refutación del 

contrario, lo que nos lleva a la idea del llamado “duelo como el 

contradictorio” de Canerlutti. (Decap Fernández, 2014) 

La primera causal, se refiere a la falta de citación al demandado, en este 

sentido es importante resaltar que de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 107 numeral 4 del Código Orgánico General de Procesos28, la 

citación con la demanda, es una solemnidad sustancial inherente a todo 

proceso. La citación con la demanda, permite el ejercicio pleno del 

derecho a la defensa, sin embargo esta causal exige dos requisitos 

adicionales para su configuración i) que el juicio se haya seguido en 

rebeldía ii) que se haya reclamado por la omisión al momento de intervenir 

en la controversia.  

En lo que refiere a la segunda causal, el que no se haya notificado a una de 

las partes con providencias del tribunal, puede limitar el derecho a la 

defensa, en cuanto no se puede contradecir oportunamente lo que no se 

                                                           
28 Código Orgánico General de Procesos: Art. 107.- Solemnidades sustanciales. Son solemnidades 

sustanciales comunes a todos los procesos:  

 

4. Citación con la demanda a la o el demandado o a quien legalmente lo represente. 

 

 

4. Citación de la demanda al demandado o a quien legalmente le represente; Norma consultada 

20/03/2016. 
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ha notificado. De conformidad con el artículo 65  del Código de Orgánico 

General de Procesos, la notificación es: 

 

“Es el acto por el cual se pone en conocimiento de las partes, de 

otras personas o de quien debe cumplir una orden o aceptar un 

nombramiento expedido por la o el juzgador, todas las providencias 

judiciales.29”  

 

Resulta indispensable la notificación, como otra de las bases del principio 

de contradicción, Guillermo Lohmann, citado por la jurista Verónica 

Chiriboga, señala que “sin notificación apropiada no se produce una válida 

información de los actos respecto de los cuales hay posibilidad de ejercer 

un derecho.” (Chiriboga, 2012) Es menester recalcar el adagio “no hay 

nulidad sin perjuicio”, por lo que para que se configure esta causal, como 

motivo de nulidad del laudo, debe efectivamente haber coartado el 

derecho a la defensa de la parte que lo alega. 

 

En lo que refiere a la tercera causal, el que no se hubiere notificado con la 

convocatoria a pruebas se encuentra contenido ya en la segunda causal 

de anulación del laudo, en cuanto con la falta de notificación con la 

convocatoria a prueba, se evidentemente se vulnera el derecho a la 

defensa de la parte que lo alega. Debemos resaltar que “En estricto 

derecho, en la audiencia de sustanciación las partes se dan por notificadas 

de todas las pruebas” (Chiriboga, 2012) , empero existen pruebas que 

pueden ser solicitadas posteriormente, de conformidad con lo dispuesto en 

el artículo 23 de la Ley de Arbitraje y Mediación,  llamadas diligencias para 

mejor proveer.  

 

Adicionalmente, la norma prevé dos supuestos adicionales i) Cuando no se 

hubiere convocado una prueba solicitada ii) cuando a pesar de haber sido 

convocada no se hubiere practicado; estas causales también son 

violatorias del derecho a la defensa en cuanto si existen hechos que deben 

justificarse, y más aún cuando sirven de sustento para la teoría del caso de 

las partes, el hecho de que no se practiquen por causas imputables al 

tribunal, provocaría indefensión a las partes. 

                                                           
29 Norma consultada 20/03/2016 
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La cuarta causal se refiere a los llamados vicios de incongruencia. La 

congruencia se entiende como una emanación del principio dispositivo 

(Véscovi, 1979). En razón de que el juez debe conocer y resolver 

específicamente sobre los puntos en virtud de los cuales se trabo la litis. Los 

vicios de incongruencia son: ultra petitia, extra petita y citra petita.  

El jurista Santiago Andrade Ubidia, define los vicios  en los que puede incurrir 

la sentencia: ultra petita se llama cuando se resuelve más de lo pedido;  

citra petita, cuando se deja de resolver una o más pretensiones de la 

demanda o las excepciones; y la extra petita cuando se decide puntos que 

no fueron materia del litigio, asimismo Vescoví señala que una sentencia es 

incongruente cuando decide más de lo que piden las partes (ultra petita), o 

fuera de lo pedido (extra petita), así como también cuando no se resuelve 

sobre todo lo pedido. (Véscovi, 1979) 

Específicamente la cuarta causal se refiere únicamente  a los vicios ultra, y 

extra petita, al respecto considero que esta causal tutela el derecho a la 

defensa, de manera que las partes no se esperan que la resolución, 

conceda más de lo solicitado, o resuelva en virtud de hechos distintos a los 

que se trabo la litis, de los que las partes no tuvieron la oportunidad de 

defenderse y contradecir. 

Finalmente, la quinta causal de nulidad del laudo fue incorporada en la 

codificación del 2005 de la Ley de Arbitraje y Mediación (Chiriboga, 2012), y 

se refiere a que se hayan violado los procedimientos pactados, o previstos 

en la ley, para la designación de los árbitros. Esta causal es relevante en 

cuando está en manos de los árbitros dictar la resolución que pondrá fin a 

la contienda. Las partes deben conocer cómo fueron elegidos los árbitros 

para poder oponerse a su designación en caso de considerarla perjudicial, 

y para garantizar la neutralidad del proceso. En caso de que se vulneren 

estos procedimientos, se puede afectar al derecho de las partes de ser 

juzgado por un “juez” – en este caso árbitro – independiente, imparcial y 
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competente, conforme garantiza el artículo 76 numeral 7 literal k) de la 

Constitución de la Republica30. 

 

Ninguna de las Causales antes mencionadas, permite al juez, o deja la 

puerta abierta para que el mismo, entre a conocer el fondo de la 

controversia, debiendo reiterar que las causales de nulidad se refieren a 

vicios in procedendo, ocurridos durante el procedimiento arbitral, que 

limiten o vulneren el derecho a la defensa de las partes, viciando de nulidad 

el resultado del arbitraje: el laudo arbitral. 

 

1.4 Trámite: procedimiento ante la Corte Provincial de Justicia 

 

El artículo 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación, luego de enumerar las 

causales para intentar acción de nulidad del laudo, señala el trámite a 

darse a la acción, disponiendo textualmente: 

“Del laudo arbitral podrá interponerse ante el árbitro o tribunal 

arbitral, acción de nulidad para ante el respectivo presidente de la 

corte superior de justicia, en el término de diez días contado desde la 

fecha que éste se ejecutorió. Presentada la acción de nulidad, el 

árbitro o tribunal arbitral dentro del término de tres días, remitirán el 

proceso al presidente de la corte superior de justicia, quien resolverá 

la acción de nulidad dentro del término de treinta días contados 

desde la fecha que avocó conocimiento de la causa. La acción de 

nulidad presentada fuera del término señalado, se tendrá por no 

interpuesta y no se la aceptará a trámite. 

 

Quien interponga la acción de nulidad, podrá solicitar al árbitro o 

tribunal arbitral que se suspenda la ejecución del laudo, rindiendo 

caución suficiente sobre los perjuicios estimados que la demora en la 

ejecución del laudo pueda causar a la otra parte. 

 

El árbitro o tribunal arbitral, en el término de tres días, deberán fijar el 

monto de la caución, disponiendo la suspensión de la ejecución del 

laudo.  

 

                                                           
30 Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se 

asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 

 

7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 

 

k) Ser juzgado por una jueza o juez independiente, imparcial y competente. 
 

Norma consultada 23/03/2016 
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La caución deberá constituirse dentro del término de tres días, 

contados a partir de esta notificación.31” 

 

(Subrayado en negrita me corresponde) 

El trámite previsto en la norma para la acción de nulidad es sumamente 

rápido y sencillo. La acción debe plantearse ante el tribunal arbitral que 

emitió el laudo, dentro del término perentorio de diez días contados desde 

la fecha que se ejecutorio el laudo –una vez resueltos los recursos 

horizontales de ampliación y aclaración, o corregidos los errores tipográficos 

o de cálculo por parte del tribunal- ; dentro del término de tres días, el 

tribunal debe remitir el proceso al Presidente de la Corte Provincial de 

Justicia, quién tiene 30 días para resolver la acción. Adicionalmente, a 

petición de parte se puede suspender la ejecución del laudo, en ese caso 

el tribunal fijará el monto de la caución. 

Fue motivo de discusión de las cortes y de la comunidad arbitral 

ecuatoriana, el trámite en que debía ventilarse la acción de nulidad, ya sea 

un trámite ordinario de conformidad con lo dispuesto en el Art. 59 del 

Código de Procedimiento Civil32, o un trámite especial. (Marchán, 2011).  

Previo al pronunciamiento de la Corte Constitucional al respecto, las cortes 

solían determinar la aplicabilidad del Art. 59 del Código de Procedimiento 

Civil, determinando que el trámite en el que debía ventilarse la acción de 

nulidad, es el ordinario, en este orden, la H. Corte Suprema de Justicia, hoy 

Corte Nacional de Justicia, se pronunció al respecto en el caso Pacifictel 

S.A. vs. Negocios y Telefonía Nedetel S.A., señalando en la parte pertinente 

del fallo. 

“En consecuencia, al no establecerse en la ley el procedimiento a 

seguirse frente tales acciones, lo que corresponde por el mismo 

mandato de la Ley, es su sustanciación en juicio ordianrio, sin que 

pueda considerarse acertada , la interpretación por la cual … dicha 

acción de nulidad merezca un trámite especial o sumarísimo como 

pretende pensarse..” (20 de agosto de 2007) 

 

                                                           
31 Norma consultada 25/03/2016 

 
32 Art. 59.- Toda controversia judicial que, según la ley, no tiene un procedimiento especial se ventilará en 

juicio ordinario. Norma consultada 15/03/2016. 
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Sin embargo, la Resolución de la Corte Constitucional para el periodo de 

Transición No. 8, publicada en el Registro Oficial, Suplemento 605 de 4 de 

junio de 2009, resolvió que el trámite a seguirse en este tipo de acciones es 

el trámite especial, establecido en el Art. 32 de la Ley de Arbitraje y 

Mediación33, en cuanto sostuvo: 

“La ley de la materia ha previsto un procedimiento para el caso de 

cuestionar la validez del laudo arbitral y como puede observarse, el 

trámite de nulidad  establecido es ágil, siendo únicamente este 

trámite el que debe ser observado en estas causas, como en efecto 

ha aplicado el Presidente de la Corte Superior… sin que para que 

estas causas pueda aplicarse el Art. 59 del Código de Procedimiento 

Civil…”  

 

Respecto del trámite a darse a la acción de nulidad del laudo, el autor 

Fausto Albuja Guarderas, señala: 

“El procedimiento de la acción de nulidad es especial, ésta debe ser 

presentada ante el árbitro o tribunal que dictó el laudo, dentro del 

término de diez días desde la fecha en que se ejecutorió el laudo; a 

su vez, dichos árbitros o tribunal deben remitir el proceso al presidente 

de la Corte Provincial quien conocerá y resolverá la causa dentro del 

término de treinta días desde la fecha en que avocó conocimiento 

de la misma.” (Albuja Guarderas, 2014) 

Desde mi punto de vista, resulta lógico que el trámite en el que se ventile la 

acción de nulidad sea especial, pues sería casi imposible que el Presidente 

de la Corte Provincial respectivo, dicte sentencia dentro del término de 

treinta días si el proceso se ventila en trámite ordinario, tomando en 

consideración que es el trámite menos ágil, en cuanto prevé los términos 

más largos, en aras de tutelar el derecho a la defensa de las partes. En la 

actualidad las cortes provinciales, sustancian las acciones de nulidad en 

trámite especial y no en juicio ordinario. (Marchán, 2011) . 

 

 

 

                                                           
33 Norma Consultada 30/03/2016 
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2) Recursos sobre la sentencia del Presidente de la Corte Provincial: Análisis 

Constitucional y Legal 

 

2.1 La acción de nulidad: un proceso de conocimiento 

 

La insuficiente redacción del artículo 31 de la LAM34, ha dejado muchas de 

las  preguntas en lo que refiere a la sustanciación de la acción de nulidad 

en nuestra legislación,  entre ellas la existencia de recursos legales dentro de 

los procesos de nulidad del laudo arbitral, resultan ser perjudiciales para la 

institución del arbitraje. 

 

Previo a tratar los recursos que caben contra la sentencia que resuelve la 

acción de nulidad del laudo arbitral, resulta trascendental discutir si el 

proceso en el que se ventila la acción de nulidad es un proceso de 

conocimiento, pues dependiendo de la respuesta a esta interrogante, 

tendremos un panorama más claro respecto de los recursos que caben 

contra la sentencia que resuelve la mentada acción. 

 

En primer lugar, siguiendo el criterio del autor ecuatoriano Fausto Albuja 

Guarderas,  es necesario tener en cuenta lo siguiente i) El procedimiento 

arbitral termina con la expedición del laudo, consecuentemente la acción 

de nulidad no es parte del procedimiento arbitral, tiene su propio 

procedimiento. ii) La acción de nulidad se sustancia en un trámite distinto, 

ante los tribunales de justicia estatales, y el juez que resuelve la causa no es 

jerárquicamente superior al tribunal arbitral iii) El objeto del proceso es 

distinto, en el arbitraje, los árbitros  resuelven el fondo de determinada 

controversia, y en la acción de nulidad el juez resuelve respecto de la 

validez del laudo arbitral. (Albuja Guarderas, 2014) 

 

Ahora bien, existen dos corrientes respecto de si el proceso de la acción de 

nulidad es un proceso de conocimiento. La primera corriente, con fuerte 

influencia arbitralista, sostiene que no nos encontramos frente a un proceso 

de conocimiento, y por consiguiente no cabe la interposición de recursos 

de apelación y casación, sobre la sentencia de la Presidencia de la Corte 

                                                           
34 Norma Consultada 03/04/2016 



52 
 

Provincial,  y la segunda, que afirma que la acción de nulidad, es un 

proceso de conocimiento, y por consiguiente se pueden interponer recursos 

tanto de apelación como de casación. 

 

En lo que refiere a la primera tesis, una parte de la doctrina y fallos de las 

cortes, han determinado que no se trata de un proceso de conocimiento 

en cuanto i) La acción de nulidad una acción incidental al procedimiento 

arbitral, ii) las partes al someterse voluntariamente a arbitraje mediante la 

cláusula arbitral, sustraen la controversia de la jurisdicción común, 

impidiendo a la Función Judicial conocer las cuestiones litigiosas sometidas 

a arbitraje, iii) el laudo arbitral tiene carácter de sentencia ejecutoriada y 

cosa juzgada y es inapleable e inimpugnable iv) el trámite es un trámite 

sumarísimo, no de conocimiento, en el que se analizan errores en el 

procedimiento arbitral. (Albuja Guarderas, 2014) 

 

En este orden de ideas, debo manifestar que el hecho de que las partes se 

sometan a arbitraje, justamente impide que los jueces conozcan y resuelvan 

las cuestiones litigiosas resueltas por los árbitros mediante el laudo arbitral, 

pero a su vez, garantizando el derecho a la tutela judicial efectiva, les 

otorga la facultad a las partes de que la justicia ordinaria sea quien  

resuelva la validez o invalidez del laudo arbitral dictado. Mediante la acción 

de nulidad, reitero, los jueces resuelven una pretensión diametralmente 

distinta, la validez del laudo arbitral dictado, no conocen “las cuestiones 

litigiosas sometidas a arbitraje” puesto que se encuentran vedados de 

conocer el fondo de la controversia, y el hecho de que el trámite35 en el 

que debe resolverse la acción de nulidad sea sumario, no significa que no 

sea un proceso de conocimiento, pues comparto el criterio del autor Fausto 

Albuja, quien sostiene: 

“Al respecto, es preciso dejar claro que el procedimiento que se le 

da a una causa no necesariamente determina que el proceso sea o 

no de conocimiento. En efecto, no es posible afirmar que solo los 

juicios tramitados por la vía ordinaria o verbal sumaria son de 

conocimiento. La acción de nulidad tiene un trámite especial y 
                                                           
35 El trámite, según el jurista Guillermo Cabanellas, proviene del latin trames, tramitis, que quiere decir 

camino, “Judicialmente. Cada una de las diligencias, y todas ellas consideradas como requisitos 

formales del procedimiento, que la ley o la curia imponen para resolver en una causa civil (…)”, por lo 

tanto el procedimiento es el camino, es la serie ordenada de actos a seguirse para la consecución de la 

causa. (Cabanellas, 1979) 
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sumarísimo y a pesar de ello es un proceso declarativo de derechos y 

consecuentemente de conocimiento.” 

 

Existen diversas clasificaciones de proceso, para Francesco Carnelutti, el 

proceso civil contencioso36 puede ser: cognitivo (o de conocimiento) 

ejecutivo y cautelar. Siguiendo al mismo autor el proceso de conocimiento 

fija al proceso en función de conocer, resaltando que conocer y juzgar, en 

lógica, son lo mismo. (Carnelutti, 2000). En definitiva en los procesos de 

conocimiento, el juez declara la existencia o no de un derecho. En los 

procesos de ejecución no se discute la existencia de un derecho, que 

implique que el juez declare quién tiene la razón, sino que se pretende el 

cumplimiento de una obligación determinada y clara, pero que no ha sido 

satisfecha, y por su parte los procesos cautelares, buscan prevenir daños 

que el litigio pueda acarrear, se producen previo al juzgamiento. (Devís 

Echandía, 2012) 

 

De los conceptos citados, definitivamente podemos colegir que  la acción 

de nulidad constituye un proceso de conocimiento. Pues en este proceso, 

en palabras del autor Fausto Albuja: 

“(…) se discute el derecho para que el laudo arbitral sea 

declarado nulo. En efecto, por un lado estará la parte que 

argumenta que el laudo arbitral está viciado de nulidad (…)  

por otro, la parte que considera que el laudo es válido en 

tanto en cuanto no se cumple ninguno de los requisitos 

contemplados en dichas causales. (…) Es decir, existe un 

proceso judicial en que el juez decide y determina quién tiene 

la razón con base en los argumentos de las partes.”  

 

Si bien es cierto, que el arbitraje debe evitar ser trasladado a la justicia 

ordinaria, y que resulta totalmente legítimo que los doctrinarios pro arbitraje, 

pretendan evitar a toda costa la judicialización del mismo, debe realizarse 

un análisis jurídico, no parcializado, de la norma contenida en el Art. 31 de 

la Ley de Arbitraje y Mediación37, pues si bien el laudo arbitral es 

“inapelable” la Sentencia que resuelve el recurso de nulidad, no lo es. Lo 

mejor sería que el proceso de impugnación de la validez del laudo se 
                                                           
36 Proceso de contencioso es aquel en el que existe contradicción, a diferencia del proceso voluntario. 
37 Norma consultada 05/03/2016 
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resuelva en una primera y única instancia, sin embrago nuestra ley, no se 

ocupa de este asunto, siendo muy abierta la única norma que regula la 

acción de nulidad, lo que ha dado lugar a que las cortes den diversas 

aplicaciones al mismo, y deja la puerta abierta al juez, para que 

discrecionalmente decida qué recursos caben sobre la misma, lo que 

podría perjudicar o favorecer a una de las partes. 

 

2.2 Recursos: óptica del derecho al doble Conforme 

 

En este punto analizaré qué recursos proceden bajo nuestra legislación, en 

contra de la sentencia de la Presidencia de la Corte Provincial que resuelve 

la acción de nulidad del Laudo Arbitral. En primer lugar vale recalcar que 

nada está dicho, existen diversas posturas respecto de este asunto, a 

continuación realizare un análisis no parcializado respecto de la 

procedencia de los recursos de apelación, de casación, un breve análisis 

de la procedencia de la acción extraordinaria de protección en contra de 

la mentada sentencia. 

2.2.1 Recursos Horizontales: aclaración y 

ampliación 

Nuestra legislación reconoce los recursos horizontales de aclaración y 

ampliación. En la Sección 8va del Código de Procedimiento Civil, “De las 

sentencias, autos y decretos”, en su artículo 28138, señala que los jueces no 

pueden revocar la sentencia dictada, ni alterar su sentido, pero que a 

petición de parte puede aclararla o ampliarla, siempre que se lo solicitaré 

dentro de los tres días, a su vez en el artículo siguiente, se determina la 

procedencia de los recursos de ampliación y aclaración, permitiéndome 

citar textualmente el Art. 282 de la norma antes citada: 

“Art. 282.- La aclaración tendrá lugar si la sentencia fuere obscura; y 

la ampliación, cuando no se hubiere resuelto alguno de los puntos 

controvertidos, o se hubiere omitido decidir sobre frutos, intereses o 

costas. La negativa será debidamente fundamentada. 

 

                                                           
38 Código de Procedimiento Civil Art. 281.- El juez que dictó sentencia, no puede revocarla ni alterar su 

sentido en ningún caso; pero podrá aclararla o ampliarla, si alguna de las partes lo solicitare dentro de 

tres días. Norma consultada 05/03/2016. 
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Para la aclaración o la ampliación se oirá previamente a la otra 

parte.39” 

 

De la misma forma, el COGEP, en sus artículos 250 y 251,40 reconoce los 

recursos de aclaración y ampliación, y en su artículo 253, los define como: 

 

“La aclaración tendrá lugar en caso de sentencia oscura. La 

ampliación procederá cuando no se haya resuelto alguno de los 

puntos controvertidos o se haya omitido decidir sobre frutos, intereses 

o costas.41” 

 

En este orden, la aclaración procede cuando la sentencia fuere obscura, es 

decir cuando existan en ella puntos contradictorios, o incluso inentendibles, 

y por su parte la ampliación procede cuando no se hubiere resuelto 

respecto de alguno de los puntos controvertidos. La jurisprudencia ha 

determinado, que los recursos de aclaración y ampliación son distintos, así 

la finalidad de la aclaración es que se subsane la falta de claridad 

conceptual en la que puede incurrir el juzgador en sentencia, y que genere 

dudas razonables respecto en la adopción de la decisión final del fallo, 

mientras la ampliación, tiene la finalidad de suplir cualquier omisión en la 

que incurra el juzgador en sentencia, en lo que refiere a la pretensión o 

alegación transcendental de las partes; ambos recursos no pueden alterar 

el alcance o contenido de la decisión. (ACLARACIÓN Y AMPLIACIÓN, 2013) 

 

En razón de lo expuesto, considero que no existen dudas que los recursos 

horizontales de aclaración y ampliación caben sobre la sentencia que 

resuelve la acción de nulidad, lo que no importa mayor problema, en 

cuanto no modifica en lo absoluto lo decidido en sentencia. 

 

2.2.2 Recurso de Apelación: procedencia y 

competencia.  

La procedencia del recurso de apelación en contra de la sentencia que 

resuelve la acción de nulidad, es uno de los mayores problemas con los que 

se tropieza el normal desenvolvimiento de la acción de nulidad, y es el inicio 

                                                           
39 Norma consultada 04/04/2016 
40 Norma consultada 04/04/2016 
41 Norma consultada 04/04/2016 
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para que la sustanciación del proceso se alargue, y reste celeridad la 

ejecución y cumplimiento de un laudo dictado válidamente. 

 

Para el jurista Juan Manuel Marchán, la comunidad jurídica se ha centrado 

por años en debatir asuntos procesales – que reconoce son de vital 

importancia- , pero no se ha discutido el verdadero objeto de la acción de 

nulidad, y porqué un laudo merece ser anulado. (Marchán, 2011) Sin 

embargo, en este punto, si bien discutiré los tintes procesales que han 

marcado la existencia de recursos en contra de la sentencia de la 

Presidencia de la Corte Provincial, nuestra legislación en este punto deja 

abierto un gran punto de debate respecto de procedencia de este recurso, 

en relación a la aplicación del derecho al doble conforme, garantizado en 

el Art. 76 numeral 7 literal m) de la Constitución de la República42. 

 

La Constitución del 2008 en su artículo 143, proclama que “el Ecuador es un 

Estado constitucional de derechos y justicia”. El jurista Ramiro Ávila, señala 

que los tipos de estado son: i) el estado absoluto en el que el derecho está 

sometido al poder, ii) estado de derecho, en el que el poder está sometido 

al derecho, y afirma  que este a su vez tiene dos modalidades, en la primera 

modalidad,  el derecho es entendido exclusivamente como la ley (estado 

legal de derecho), y en la segunda, que tiene una concepción más amplia, 

el derecho se lo puede entender como el sometimiento a la Constitución, 

que es lo que Luigi Ferrajoli llamaría “estricta legalidad”, pues en el “estado 

de derechos”, todo poder, tanto público como privado se encuentra 

sometido a los Derechos. (Ávila Santamaría, 2008) 

 

Los autores Gascón Abellán y García Figueroa, señalan que el modelo de 

estado legal de derecho, llevo a que las constituciones terminen siendo: 

“(…) meras cartas políticas y los proclamados derechos 

constitucionales solo tendrían eficacia jurídica en medida que la ley 

los reconociera y con el alcance que la ley les diera, de manera que 

no constituían un límite a la legislación” (Gascón Abellán & García 

Figueroa, 2005) 

                                                           
42 Norma Consultada 05/04/2016 
43 Norma Consultada 05/04/2016 

 



57 
 

 

En este orden, vale hacer un paralelismo del modelo de estado 

constitucional de derechos, con el estado legal de derecho que regía 

previo a la Constitución de Montecristi: i) El estado legal de derecho se 

caracteriza por el reconocimiento del carácter normativo superior de la ley; 

por su parte el modelo de Estado constitucional de derechos, se caracteriza 

por el reconocimiento normativo superior de la Constitución; ii) En el estado 

legal de derecho, la concreción normativa de la Constitución se da a través 

de la ley, mientras que en el modelo actual, la aplicación de la constitución 

es directa, como norma jurídica. (Zabala Egas, 2009) 

 

Entonces, como rasgo fundamental del modelo de Estado ecuatoriano, 

todos los derechos se rigen por el principio de eficacia directa, consagrado 

en el Art. 11 numeral 3 de la Constitución de la Republica, que dispone: 

“Art. 11.- EI ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes 

principios: 

 

3. Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los 

instrumentos internacionales de derechos humanos serán de directa 

e inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o servidor 

público, administrativo o judicial, de oficio o a petición de parte.44” 

Asimismo, el pleno de la Corte Constitucional para el periodo de transición, 

en la consideración tercera de la sentencia publicada en el R.O No 466 de 

13-11-2008, determinó: 

“La finalidad primordial del nuevo estado ecuatoriano es la garantía 

de los derechos fundamentales, los cuales, de conformidad con los 

numerales 3 y 5 del art 11 de la  constitución son de directa e 

inmediata aplicación por y ante cualquier servidor público, jueza o 

juez, sin que puedan establecerse o exigirse requisitos adicionales, o 

argüirse falta de ley para justificar su desconocimiento o falta de 

aplicación”  

Los jueces, sometidos a los derechos constitucionales como todo funcionario 

del poder público, y como protagonistas principales del modelo de estado, 

al ser  garantes de los derechos fundamentales y creadores de derecho, se 

encuentran obligados a aplicar los derechos  garantizados en la 

                                                           
44 Norma Consultada 05/04/2016 
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Constitución, sin que sea necesaria la interposición de voluntad legislativa 

alguna, ni se pueda argüir falta de ley para su aplicación. 

 

Ahora bien, entre uno de esos derechos fundamentales de aplicación 

directa e inmediata, se encuentra: el derecho al doble conforme, 

consagrado en el artículo 76 numeral 7 literal m) de la Constitución de la 

República45,  que ordena que en todos los procedimientos en los que se 

decida sobre sus derechos, se asegurará el derecho a recurrir del fallo o 

resolución, como garantía básica del derecho a la defensa y el debido 

proceso legal. 

 

Considero que, aún si se realiza un análisis ligero - no extensivo, únicamente 

del artículo 30 de la Ley de Arbitraje y Mediación, y se argumenta que no 

existe norma jurídica alguna que prevea recurso de apelación de la 

sentencia que resuelve respecto de la acción de nulidad, además de ser un 

argumento legalista, sin relevancia jurídica en el contexto constitucional, 

con  la simple aplicación de las obligaciones constitucionales puestas de 

manifiesto, es procedente el recurso de apelación, en aplicación directa 

del doble conforme, a modo “obligación inmediatamente exigible” (Prieto 

Sanchís, Derechos fundamentales, neoconstitucionalismo y ponderación 

judicial, 2007), pues se trata de una norma suprema y su eficacia no 

depende de la interposición de ninguna voluntad legislativa alguna. 

Tampoco se puede pasar por alto lo dispuesto en los Arts. 28 y 29 del 

Código Orgánico de la Función Judicial46, que en su parte pertinente 

disponen: 

                                                           
45 Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se 

asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 

 

7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes 

garantías: 

 

m) Recurrir el fallo o resolución en todos los procedimientos en los que se decida sobre sus derechos.  

 

Norma Consultada 05/04/2016 

 
46 Código Orgánico de la Función Judicial Publicado en el Registro Oficial S 544 con fecha 09 de marzo 

de 2009. 
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“Art. 28.- PRINCIPIO DE LA OBLIGATORIEDAD DE ADMINISTRAR 

JUSTICIA.- Las juezas y jueces, en el ejercicio de sus funciones, (…) 

 

No podrán excusarse de ejercer su autoridad o de fallar en los 

asuntos de su competencia por falta de norma u oscuridad de las 

mismas, y deberán hacerlo con arreglo al ordenamiento jurídico, de 

acuerdo a la materia. 

 

Los principios generales del derecho, así como la doctrina y la 

jurisprudencia, servirán para interpretar, integrar y delimitar el campo 

de aplicación del ordenamiento legal, así como también para suplir 

la ausencia o insuficiencia de las disposiciones que regulan una 

materia.47” 

 

(Resaltado en negrita me corresponde) 

 

 

“Art. 29.- INTERPRETACION DE NORMAS PROCESALES.- Al interpretar la 

ley procesal, la jueza o juez deberá tener en cuenta que el objetivo 

de los procedimientos es la efectividad de los derechos reconocidos 

por la Constitución, los instrumentos internacionales de derechos 

humanos y la ley sustantiva o material. 

 

Las dudas que surjan en la interpretación de las normas procesales, 

deberán aclararse mediante la aplicación de los principios generales 

del derecho procesal de manera que se cumplan las garantías 

constitucionales del debido proceso, se respete el derecho de 

defensa y se mantenga la igualdad de las partes. 

 

Cualquier vacío en las disposiciones de las leyes procesales, se 

llenará con las normas que regulen casos análogos, y a falta de 

éstas, con los principios constitucionales y generales del derecho 

procesal.48” 

 

(Subrayado en negrita es mío) 

 

De las normas antes citadas se puede concluir: los jueces que conozcan 

respecto de la interposición de un recurso de apelación de la sentencia 

que resuelva la acción de nulidad, tienen la obligación de administrar 

justicia, y al interpretar la ley procesal, ante vacío de ley se encuentran 

obligados a aplicar principios constitucionales, como es el derecho al doble 

conforme, en aras de respetar al derecho a la defensa de las partes, más 

                                                                                                                                                                     
 
47 Norma Consultada 05/04/2016 

 
48 Norma Consultada 05/04/2016 
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aun si consideramos que se trata de un proceso de conocimiento, en el que 

se debe evitar la declaratoria de nulidades, garantizando ampliamente el 

derecho a la defensa de los contendientes. 

 

Sin embargo, estas normas me permiten realizar un análisis más amplio, pues 

si bien la Ley de Arbitraje y Mediación no contempla la existencia de 

recursos contra la sentencia que resuelve la acción de nulidad, el artículo  

37 49 del mismo cuerpo normativo, establece que el Código Civil es norma 

supletoria de la Ley de Arbitraje y Mediación, es decir que el legislador, ante 

vacío legal, nos remite expresamente a lo dispuesto en el Código de 

Procedimiento Civil, y a su vez, este cuerpo normativo, en su artículo 321, 

dispone: 

 

“Art. 321.- Siempre que la ley no deniegue expresamente un recurso 

se entenderá que lo concede.50” 

 

Es decir, que existe norma expresa, que determina la procedencia del 

recurso de apelación, al no existir norma alguna en la Ley de Arbitraje y 

Mediación, que determine que la sentencia de la Presidencia de la Corte 

Provincial que resuelve el recurso de nulidad es inapelable, sin que sea 

razonable que se pretenda colegir que porque el laudo arbitral es 

inapelable de conformidad con lo dispuesto en el artículo 30 de la LAM, la 

sentencia que resuelve el recurso de nulidad también lo es; sin embargo, 

han existido fallos en que la Corte Nacional ha resuelto en este sentido, 

conforme analizaré en el último capítulo de este trabajo. 

 

Considero que los jueces, tienen argumentos suficientemente válidos para 

determinar que es procedente el recurso de apelación en contra de la 

sentencia que resuelve la acción de nulidad, más aun con las disposiciones 

constitucionales vigentes, y lo dispuesto en el Código Orgánico de la 

Función Judicial 256, debo resaltar a que simple vista parece que la regla 

general sigue siendo la misma, en cuanto la norma reza: 

                                                           
49 Norma Consultada 05/04/2016 

 
50 Norma Consultada 05/04/2016 
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“Art. 256.- Procedencia. El recurso de apelación procede contra las 

sentencias y los autos interlocutorios dictados dentro de primera 

instancia así como contra las providencias con respecto a las cuales 

la ley conceda expresamente este recurso. Se interpondrá de 

manera oral en la respectiva audiencia.51” 

 

(Resaltado en negrita es mi autoría) 

 

En este orden el primer supuesto en el que procede el recurso de apelación, 

es en contra de sentencias (o autos interlocutorios) dictados en primera 

instancia; el primer supuesto sigue la regla general respecto de que el 

recurso cabe contra cualquier sentencia dictada en primera instancia – 

respecto de que la Sentencia de la Presidencia de la Corte Provincial sea 

de primera instancia, este tema será abordado más adelante- Ahora bien el 

autor Carlos Ramírez sostiene que por el segundo supuesto “así como contra 

las providencias con respecto a las cuales la ley conceda expresamente 

este recurso” del artículo 256, la regla general se ha invertido; sin embargo 

yo opino que la norma es clara y que únicamente se requiere que la ley 

conceda este recurso cuando no se trate de sentencias o autos 

interlocutorios dictados en primera instancia. 

 

En la actualidad, mientras no existan pronunciamientos de las cortes con 

fundamento en el COGEP, la regla general es que mientras la ley no 

deniegue expresamente  el recurso, el recurso de apelación es procedente 

en contra de cualquier sentencia, en garantía del derecho al doble 

conforme de las partes;  sin embargo ¿Es el Presidente de la Corte Provincial 

el juez de primera instancia en la sustanciación de la acción de nulidad? 

 

En razón de lo expuesto, más discutible me parece establecer qué órgano 

tiene competencia para conocer un recurso de apelación propuesto ante 

una sentencia dictada por la Presidencia de la Corte Provincial; por ello es 

importante el criterio de la Corte Nacional, en su fallo de fecha 1 de 

septiembre de 2009, dentro del recurso de casación No. 327-2009, 

                                                           
51 Norma Consultada 05/04/2016 
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interpuesto dentro del proceso de nulidad de laudo arbitral iniciado por la 

compañía MASGAS en contra de OILCORP S.A., en el fallo la Corte afirmó 

que en el proceso de nulidad deben agotarse dos instancias, previo a la 

casación, y para determinar quién es el competente para conocer el 

recurso trajo a colación el antigua Ley Orgánica de la Función Judicial52, ya 

derogado y sustituido por el Código Orgánico de la Función Judicial, que en 

su artículo 24 determinaba que cuando existan procesos cuya primera 

instancia este a cargo del Presidente de la Corte Provincial de Justicia, la 

segunda instancia estará a cargo de una de las Salas de la Corte Provincial 

Justicia, y que en ausencia de la norma debía estarse a lo dispuesto en el 

artículo 76 numeral 7 literal m) de la Constitución. 

 

Al respecto debo manifestar, que no nos podemos fundamentar en una 

norma derogada para determinar que órgano es competente para 

conocer el recurso de apelación, más aun cuando existe voluntad 

legislativa posterior de derogar la norma contenida en el artículo 24 del 

Código de la Función Judicial, se podría considerar que el juez se arroga 

funciones del legislativo creando una instancia no prevista en la ley. Sin 

embargo aún nos queda lo dispuesto en el artículo  208 numeral 1 del 

Código Orgánico de la Función Judicial, que dispone que a las Cortes 

Provinciales les corresponda conocer, en segunda instancia los recursos de 

apelación, pero sigue sin respuesta la pregunta ¿Es el Presidente de la Corte 

Provincial juez de primera instancia en la sustanciación del recurso? 

 

Con lo expuesto, quiero dejar en evidencia que existen suficientes 

argumentos jurídicos para establecer que bajo nuestro ordenamiento 

jurídico y constitucional, es procedente el recurso de apelación contra la 

sentencia que resuelve la acción de nulidad. No hay una respuesta de 

quien es el órgano competente para conocer el recurso, y con la redacción 

                                                           
52 Legislación Histórica Publicada en el Registro Oficial No 636 con fecha 09 de marzo de 2009 - 

Derogada por el Código Orgánico de la Función Judicial Publicado en el Registro Oficial S 544 con fecha 

09 de marzo de 2009. 
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del artículo 32 de la Ley de Arbitraje y Mediación53, los jueces tienen amplia 

discrecionalidad para determinar la sustanciación de la acción de nulidad. 

 

 

Sin embargo, existen tesis arbitralistas, que se apoyan en que la naturaleza 

del arbitraje como medio alternativo de solución de conflictos, y que por 

ello es un proceso que se rige por el principio de celeridad, y 

consecuentemente debe evitarse su  “judicialización”, pues no es 

aceptable que las partes que se sometieron voluntariamente a acudir a 

arbitraje terminen litigando en las cortes estatales. Este argumento es 

totalmente legítimo, y considero que con la sustanciación de la acción de 

nulidad se afecta al arbitraje como MASC, pero so pretexto del principio de 

celeridad, no podemos dejar de aplicar una garantía constitucional como 

el doble conforme, por lo tanto, mientras no exista norma expresa, que 

regule los recursos que caben contra la sentencia que resuelve la acción de 

nulidad, y que garantice que el arbitraje cumpla su finalidad como medio 

alternativo de solución de conflicto, la discusión seguirá abierta. 

2.2.3 Recurso extraordinario de Casación  

 

El inciso primero del artículo 2 de la Ley de Casación54, en lo que refiere a la 

procedencia del recurso, determina: 

 

“Art. 2.- PROCEDENCIA.- El recurso de casación procede contra las 

sentencias y autos que pongan fin a los procesos de conocimiento, 

dictados por las cortes superiores, por los tribunales distritales de lo 

fiscal y de lo contencioso administrativo.55” 

 

A su vez el artículo 266 del Código Orgánico General de Procesos, dispone: 

“Art. 266.- Procedencia. El recurso de casación procederá contra las 

sentencias y autos que pongan fin a los procesos de conocimiento 

dictados por las Cortes Provinciales de Justicia y por los Tribunales 

Contencioso Tributario y Contencioso Administrativo.56” 

                                                           
53 Norma consultada 08/04/2016. 
54 Ley de Casación. Publicada en el Registro Oficial S 229 con fecha 10 de marzo de 2004. Codificación 

No. 2004-01 

 
55 Norma consultada 06/04/2016 

 
56Norma consultada 06/04/2016 
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Conforme señalé en líneas anteriores, la acción de nulidad constituye un 

proceso de conocimiento, en cuanto el juez, conoce y resuelve respecto de 

la existencia de determinados vicios en el procedimiento arbitral, que 

determinarán la validez o no del laudo arbitral dictado. 

 

En lo que refiere a que las sentencias susceptibles de recurso de casación, 

son procedentes únicamente las provenientes de las Cortes Provinciales; 

entonces, para la procedencia del recurso será necesario que se haya 

interpuesto recurso de apelación de la sentencia de la Presidencia de la 

Corte Provincial, y que dicho recurso haya recaído en una de las Salas de la 

Corte Provincial, de lo contrario  el recurso de casación no procedería, en 

cuanto el Presidente de la Corte Provincial, no es un juez de segunda 

instancia, y pese a ser parte de este órgano, no es una de sus salas 

competentes para conocer recursos de apelación. 

 

La posición de la Corte Nacional (ex H. Corte Suprema de Justicia) a lo largo 

de los años ha sido cambiante y contradictoria en lo que refiere a la 

procedencia del recurso de casación en contra de la sentencia que decide 

respecto de la acción de nulidad del laudo arbitral. 

  

En procesos tales como los signados con los números: 546-10, R.O. 

Suplemento 350, 18 de octubre de 2012, (Municipio de Quito vs. Compañía 

Constructora  GAR S CC), 57-07 R.O. Suplemento 416, 25 de marzo de 

2013(Transinvest S. A., Seguranza Cía. Ltda., y Metromedical Cía. Ltda., en 

contra de GMI Financial Group INC.), 113-06 R.O. Suplemento 542, 6 de 

marzo de 2009. La Corte Nacional ha admitido los recursos de casación 

propuestos en contra de las sentencias que resuelven la acción de nulidad 

del laudo arbitral, tomando en consideración que son procesos de 

conocimiento, e incluso llegando a sostener que la acción de nulidad se 

resuelve en la vía ordinaria. 
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Sin embargo en otros tantos procesos la Corte Nacional, ha decidido que el 

recurso de casación no es procedente, con fundamento en tres puntos 

resumidos por el jurista Fausto Albuja: 

i. No podría considerarse a la acción de nulidad del laudo arbitral 

como un proceso de conocimiento (…) toda vez que nace a partir 

de un laudo emitido dentro de un proceso arbitral al que las partes se 

sometieron voluntariamente, es decir, la acción de nulidad es 

dependiente del proceso arbitral. Esta relación señala la Corte, se 

refleja inclusive en el hecho de que el laudo arbitral no puede ser 

objeto de impugnación alguna, lo cual también impediría que la 

resolución dictada dentro de proceso de nulidad de laudo arbitral 

pueda ser recurrida. 

 

ii. La acción de nulidad no es un proceso de conocimiento en tanto en 

cuanto no resuelve los asuntos de fondo discutidos en el proceso 

arbitral, aún más, la Corte señala que la declaración de derechos la 

hicieron los árbitros en el laudo arbitral y que consecuentemente no 

sería posible que tal declaración se de en la acción de nulidad. 

 

iii. La acción de nulidad no es un proceso de conocimiento pues es un 

procedimiento sumarísimo en el que se revisa la legalidad del 

proceso arbitral. (Albuja Guarderas, 2014) 

 

Estos criterios se desarrollan en las sentencias dictadas por la Sala de lo Civil 

y Mercantil de la Corte Nacional de Justicia, dentro del juicio signado con el  

No. 327-2009, caso Masgas vs. Oilcorp S.A.  Sentencia de 01 de septiembre 

de 2009, y en la sentencia dictada dentro del dentro del juicio de nulidad 

de laudo arbitral No. 168-2012. 

 

Respecto de las sentencias antes citadas, es muy importante lo sentado por 

la Corte Constitucional en su  sentencia No. 124-15-SEP-CC , dictada dentro 

de la acción extraordinaria de protección presentada por el Ministerio de 

Transporte y Obras Públicas, y la Procuraduría General del Estado, en contra 

del auto  que niega el recurso de hecho presentado, en cuanto a la 

negativa de la Sala Especializada de lo Civil y Mercantil de la Corte 

Nacional de Justicia, de calificar el recurso de casación planteado de la 

sentencia que resuelve el recurso de apelación de una acción de nulidad. 

 

Dentro del caso en mención, los jueces provinciales señalaron que los 

laudos arbitrales no serán susceptibles de ningún otro recurso que 
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establezca dicha ley, y por consecuencia lógica, es que se encuentra 

negado el recurso de casación y recurso de hecho en contra de la 

sentencia que resuelve el recurso de nulidad; al respecto  la Corte 

Constitucional reconoce que no existe otro recurso en contra del laudo 

arbitral, y que el único mecanismo de control judicial ordinario es la 

denominada acción de nulidad, prevista en el Art. 31 de dicho cuerpo 

normativo, sin embargo señala: 

 

“Sin embargo no deja de llamar la atención a la Corte Constitucional 

que los jueces provinciales, en su decisión, hayan formulado una 

posible relación entre la imposibilidad de recurrir mediante una 

apelación de un laudo arbitral frente a la posibilidad de presentar un 

recurso de casación en contra de la sentencia que fue dictada en 

segunda instancia por la propia Primera Sala el 09 de febrero de 

2011, al resolver la acción de nulidad planteada” (Sentencia No.124-

15-SEP-CC, 2015) 

 

La Corte Constitucional en el caso en mención, razono que no se puede 

establecer una relación entre la imposibilidad de recurrir del laudo, y 

extender los efectos de esta cualidad, a la sentencia que resuelve una 

acción de nulidad, concluyendo que con la negativa de la Corte Nacional 

de conceder el recurso de apelación, se vulnero el derecho a la defensa 

del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. (Sentencia No.124-15-SEP-CC, 

2015) 

 

Consecuentemente, pese a que no existe una sola postura por parte de la 

Corte Nacional de Justicia, respecto de la procedencia o no del recurso de 

casación sobre la sentencia que resuelve la acción de nulidad del laudo 

arbitral, si bien en la práctica el admitir a trámite este recurso no hace más 

que demorar la resolución en cuanto a la validez o invalidez del laudo 

arbitral, bajo nuestra legislación, nuevamente se encuentra abierta la 

puerta para presentar recurso de casación. 
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3) Necesidad de Reformar el Art. 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación: 

inapelabilidad e inimpugnabilidad de la sentencia 

 

 

En relación lo expuesto, hemos visto que los principales inconvenientes en 

relación a la sustanciación de la acción de nulidad se encuentran en la 

jurisprudencia contradictora de las cortes, en cuanto al trámite en que 

debe sustanciarse, y la determinación de los recursos que proceden en 

contra de la sentencia que resuelve la acción de nulidad. 

 

Como se puede observar, no nos podemos fiar en que las Cortes con la 

entrada en vigencia del Código Orgánico General de Procesos, resuelvan 

todos los conflictos de interpretación de la acción de nulidad, debido a la 

amplia discrecionalidad que la norma contenida en el artículo 31 de la Ley 

de Arbitraje y Mediación57, brinda a los jueces para decidir. Por ello lo más 

sano para el arbitraje, y que permitiría que cumpla con sus objetivos como 

Medio Alternativo de Solución de Conflictos, sería una reforma al citado 

artículo. 

 

Con la reforma en 2005 de la Ley de Arbitraje y Mediación, se terminó 

definitivamente el problema de determinar si el medio de impugnación del 

laudo previsto en el artículo 31 de la LAM, era una acción o un recurso, de 

la misma forma los legisladores deben preocuparse por introducir una 

reforma que determine que la acción de nulidad se resuelve en instancia 

única, y que la sentencia dictada por la Presidencia de la Corte Provincial 

correspondiente, es inimpugnable e inapelable, al igual que el laudo 

arbitral.  

 

Considero que solo de esta manera se terminaran las discusiones entre los 

arbitralistas,  procesalistas ortodoxos  y las contradicciones entre las cortes, 

dando de esta manera más certeza y seguridad a las personas que se 

someten arbitraje, y limitando totalmente la discrecionalidad de los jueces 

en cuanto a la interpretación de la norma, de tal manera que se pueda 

administrar justicia, estando completamente seguros de que el juzgador no 

podrá perjudicar o favorecer a una de las partes en contienda, esto lo 

                                                           
57 Norma consultada 08/04/2016 
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señalo en cuanto  no es de admirarse  que en la actualidad las cortes 

estatales tienden a favorecer los intereses del Estado cuando es parte de un 

proceso, y que una norma discrecional únicamente permite inseguridad 

para las partes en litigio. 
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CAPÍTULO TERCERO: 

LA JUSTICIA ORDINARIA EN EL CÓDIGO ORGÁNICO GENERAL DE 

PROCESOS: PARALELO CON LA JUSTICIA ARBITRAL 

 

1) El Código Orgánico General de Procesos: Objetivos, Juicio  

Una vez analizados los principales problemas con los que se tropieza la 

sustanciación de la acción de nulidad, como el medio de intervención de 

las cortes estatales en el arbitraje por antonomasia, procederé a analizar la 

implementación del nuevo sistema procesal ecuatoriano, que busca 

transformar la administración en la justicia del país a partir de la entrada en 

vigencia del nuevo Código Orgánico General de Procesos, este análisis se lo 

realizara comparativamente con el arbitraje como medio alternativo de 

solución de conflictos, en aras de determinar las posibles ventajas o 

desventajas del sistema de justicia ordinario, sobre el sistema arbitral, 

principalmente desde la perspectiva de la celeridad y efectividad de los 

procesos. 

1.1. Objetivos del COGEP: Transformación de la Justicia 

 

En el Suplemento del Registro Oficial No. 506 de 22 de mayo de 2015, fue 

publicado el Código Orgánico General de Procesos ecuatoriano, código 

que deroga en su totalidad el Código de Procedimiento Civil, la Ley de 

Casación, la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, y 

determinadas disposiciones del Código Orgánico de la Función Judicial, del 

Código Orgánico Tributario, del Código Orgánico de la Niñez y la 

Adolescencia, del Código Civil, de la Ley de Arbitraje y Mediación y de la 

Ley de Propiedad Intelectual y Notarial, entre otras.  

Para la correcta socialización, y por las reformas trascendentes que 

introduce este cuerpo normativo, el mismo entrará en vigencia el 23 de 

mayo de 2016, de conformidad con lo dispuesto en la Disposición Final 

Segunda del Código. 

La finalidad del Código Orgánico General de Procesos, es modernizar la 

administración de justicia, introduciendo un sistema oral de solución de 
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conflictos, y dejando después de siglo y medio de vigencia, el antiguo 

sistema formal y escrito de administración de justicia heredado de los 

españoles en el año de 1855. (Ramírez Romero, 2015) Con este nuevo 

modelo se busca solucionar los conflictos de la administración de justicia. 

Por ello el Concejo de la Judicatura ha señalado que con la vigencia de 

este código se busca una transformación en la administración de justicia 

positiva, en aras de garantizar a los ciudadanos un pleno acceso a la 

justicia, en términos más cortos, y permitiendo mucho más dinamismo y 

relación entre el juez y las partes. 

Los principios rectores del Código Orgánico General de Procesos, son 

fundamentalmente, la oralidad, la inmediación, concentración, y para 

efectos de este estudio, la celeridad en la administración de justicia es 

trascendental. 

Respecto de la celeridad, este es uno de los principios sustantivos de la 

administración de justicia, que se introdujo con la entrada en vigencia de la 

Constitución de Montecristi y que  con la vigencia y aplicación del Código 

Orgánico General de Procesos, busca hacerse efectivo en el sistema de 

justicia ecuatoriano.  

 

El jurista Carlos Ramírez, resalta que Couture ya decía que “en el proceso, el 

tiempo es sinónimo de justicia (…) quien dispone de él tiene en la mano las 

cartas del triunfo, mientras que quien no puede esperar debe saberse de 

antemano derrotado.” (Ramírez Romero, 2015), este principio se concreta y 

se vuelve real y efectivo a través de la implementación de otros principios 

rectores garantizados en el COGEP, especialmente la concentración, 

reducción de términos, simplificación de trámites, y en el establecimiento 

del principio de preclusión. 

 

En relación a la concentración, el COGEP, en aras de cumplir con este 

objetivo, supone la reunión de la mayor cantidad de actos procesales en 

una sola etapa procesal, con la finalidad de acortar lo más posible la 

duración y desarrollo del proceso, siguiendo el criterio del mismo autor, 
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Carlos Ramírez, la concentración se puede evidenciar en la introducción de 

la audiencia preliminar, al respecto el autor sostiene: 

 

(…) este principio se materializa a través de la definición clara de las 

tres fases del proceso y particularmente con la introducción en 

nuestro país de la audiencia preliminar. Ésta, aparte de ser 

instrumento esencial de la institucionalización de la oralidad en el 

procedimiento ecuatoriano, pretende la unificación de múltiples 

actos procesales en un solo momento. (…) a través de una única 

audiencia, deberá promover varios actos procesales simultáneos: la 

verificación del cumplimiento de los presupuestos procesales; el 

planteamiento y resolución de excepciones previas; la conciliación 

entre las partes; el saneamiento del proceso frente a posibles 

nulidades; el anuncio y calificación de las pruebas que se van a 

llevar a cabo posteriormente; (…) (Ramírez Romero, 2015) 

 

En relación al principio de preclusión procesal, principio ya vigente con el 

Código de Procedimiento Civil, es relevante en cuanto a la celeridad del 

proceso, ya que permite el saneamiento del mismo, una vez precluida la 

etapa procesal correspondiente. 

En relación a la unificación de procedimientos el COGEP permite la 

supresión de trámites y la eliminación de incidentes; faculta al juez para 

resolver los que subsistan en la misma etapa procesal. En materia de 

procedimientos de los casi 80 procesos y procedimientos hoy vigentes se 

reducen a 5 generales: El ordinario, el sumario, el ejecutivo, el voluntario y el 

monitorio. (Ramírez Romero, 2015) 

 

1.2. Breve reseña de las reformas a la Ley de Arbitraje y 

Mediación 

 

El Código Orgánico General de Procesos introdujo varias reformas 

importantes a la Ley de Arbitraje y Mediación, entre ellas podemos 

encontrar las siguientes: 

1. La disposición reformatoria PRIMERA del COGEP, dispone: 

“PRIMERA.- En todas las disposiciones legales o reglamentarias 

vigentes, sustitúyase en lo que diga: 1. “Código de Procedimiento 

Civil”; “Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa” y “Ley de 

Casación”, por “Código Orgánico General de Procesos”. 
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La mentada disposición reforma lo dispuesto en los artículos 9, 11, 19, 

21 y 37 de la Ley de Arbitraje y mediación. El artículo 9 se refiere al 

procedimiento para dictar medidas cautelares, mismo que deberá 

ser el establecido en el Código Orgánico General de Procesos; el 

artículo 11 determina que la citación con la demanda deberá 

realizarse de conformidad con lo dispuesto en el citado código, los 

artículos 19 y 21 se refieren a las inhabilidades para ser árbitro y 

causales de recusación, que a partir de la vigencia del nuevo código 

serán las establecidas en el mismo; y, finalmente el artículo 37 de la 

Ley de Arbitraje y Mediación determina que el Código Orgánico 

General de Procesos aplica supletoriamente en todo lo no previsto en 

la ley. 

2. La Reformatoria DÉCIMO SEXTA determina que se sustituya en el 

artículo 39 de la Ley de Arbitraje y Mediación la frase “la Federación 

de Cámaras de Comercio del Ecuador” por “el Consejo de la 

Judicatura”.  

En consecuencia le corresponde al órgano administrativo de la 

Función Judicial, la facultad de autorizar el funcionamiento y registro 

de los Centros de Arbitraje, así como también su cierre, y el control 

sobre los mismos. 

3. El COGEP en su artículo 130 establece como excepción previa, en 

toda clase de procesos, la existencia de convenio arbitral. 

4. En lo que refiere al reconocimiento, homologación, ejecución y 

efectos probatorios laudos arbitrales y actas de mediación, el COGEP 

en su  Libro II “actividad procesal”, Título I “Disposiciones Generales”, 

Capítulo VII  regula el reconocimiento, homologación, ejecución y 

efectos probatorios laudos arbitrales y actas de mediación expedidos 

en el extranjero; asimismo en su Disposición Derogatoria DÉCIMO 

TERCERA, establece la abolición del inciso final del artículo 42 de la 

Ley de Arbitraje y Mediación, que señala: 

“Los laudos dictados dentro de un procedimiento de arbitraje 

internacional, tendrán los mismos efectos y serán ejecutados 
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de la misma forma que los laudos dictados en un 

procedimiento de arbitraje nacional.” 

 

Estas reformas determinan que el COGEP establece ciertos 

procedimientos que sirven de auxilio jurisdiccional a los procedimientos 

arbitrales (Galindo Cardona & García Larriva, 2014), respecto de estos 

procedimientos los autores Álvaro Galindo y Hugo García señalan: 

“Con respecto a los requisitos que debe contener la demanda, 

contestación a la demanda, reconvención y contestación a la 

misma, la normativa o representa un mayor cambio con respecto a 

las disposiciones del CPC(…) Por otro lado las causales de excusa y 

recusación de los árbitros, en términos generales parece ser que la 

simple y pura adopción de las causales previstas en el COGEO al 

arbitraje es, en ciertos casos, inadecuada y deben pasar por un 

proceso de adaptación al proceso arbitral (…)” (Galindo Cardona & 

García Larriva, 2014) 

 

Los mismos autores determinan que es un avance en materia arbitral el que 

los jueces ordinarios deban ejecutar de manera directa las medidas 

cautelares ordenadas por los Tribunales arbitrales, empero señalan que 

existe un retroceso en lo que refiere al reconocimiento y ejecución de 

laudos arbitrales extranjeros, en cuanto el nuevo procedimiento establecido 

no es claro, y le corresponde al solicitante del exequatur probar la autoridad 

de cosa juzgada del laudo, su legalidad y compatibilidad con el 

ordenamiento jurídico ecuatoriano. (Galindo Cardona & García Larriva, 

2014) 

 

2) Juicio ordinario: sustanciación, duración y recursos 

 

En este punto del trabajo, me centrare en el desarrollo y sustanciación del 

juicio ordinario en el nuevo Código Orgánico General de Procesos, por ser el 

juicio de conocimiento por excelencia, en cuanto supone los mayores 

términos procesales, siendo de esta manera el procedimiento que brinda 

más amplitud a las partes para ejercer su derecho a la defensa, realizando 

un paralelo de su sustanciación, con la sustanciación  del proceso arbitral, 
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con la finalidad de esbozar qué procedimiento podría ser más ventajoso 

para partes contendientes, que requieran someterse a un proceso ágil. 

El juicio ordinario se encuentra regulado en el Título I sobre los “Procesos de 

Conocimiento” Capítulo I “Procedimiento Ordinario” en los artículos 289 al 

298  del  Código Orgánico General de procesos. El COGEP instaura un 

modelo mixto de procedimiento que comprende fundamentalmente tres 

etapas procesales, que describiré a la luz del juicio ordinario y el 

procedimiento arbitral: 

i. la primera fase de “proposición” abarca la demanda, la 

contestación a la misma y eventual reconvención; en esta fase del 

proceso que es escrita, se introducen reformas trascendentales en la 

justicia ordinaria; en cuanto de conformidad con el Art. 142 numeral 

7 58se deberán anunciar los medios de prueba, nómina de testigos 

indicando los hechos sobre los cuales declararán, indicar el objeto 

de las diligencias entre otras. 

Adicionalmente, de conformidad con el artículo 151 del COGEP59, se 

requiere que la contestación a la demanda o reconvención,  

contenga un pronunciamiento expreso sobre cada una de las 

pretensiones de la parte actora, respecto de la veracidad de los 

hechos alegados y la autenticidad de las pruebas presentadas, 

indicando categóricamente lo que se admite y lo que se niega; 

adicionalmente deberán incluirse todas las excepciones contra las 

pretensiones de la actora, con expresión de su fundamento fáctico.  

Esta reforma es muy importante en cuanto permite que con la 

demanda y contestación se trabe la litis y se determine con claridad 

los hechos controvertidos, y las pretensiones, mismas que deberán 

ser fundadas, de esta manera se centra el tema de discusión y se 

evitan incidentes posteriores respecto de hechos no controvertidos 

desde el inicio. 

                                                           
58 Norma consultada 06/04/216 

 
59 Norma consultada 06/04/216 
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No se puede pasar por alto que en lo que refiere a la demanda y 

contestación a la demanda, el artículo 11 de la LAM60 determina 

que debe estarse a lo dispuesto en el artículo 151 del COGEP61, que 

se remite al artículo 14462 del mismo cuerpo normativo, en el que se 

establecen los requisitos de que deben contener. Por lo que en 

materia arbitral la fase escrita se regirá  por lo que establece el 

COGEP.  

Debe tenerse en consideración que estos cambios no son 

trascendentales en el sistema arbitral en cuanto, muchos de los 

requisitos establecidos en el COGEP (Galindo Cardona & García 

Larriva, 2014), coinciden con lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley 

de Arbitraje y Mediación; pues en arbitraje, el sistema de demanda y 

anuncio de prueba, contestación y anuncio de prueba regía desde 

un principio. 

ii. La segunda fase del proceso tiene como objeto fijar los elementos 

esenciales de la litis, y se rige por la oralidad. En el diseño del COGEP 

esta fase se desarrolla dentro del procedimiento ordinario en la 

audiencia preliminar y en los procedimientos que tienen una sola 

audiencia como el monitorio, sumario o el ejecutivo en dicha 

audiencia única. (Ramírez Romero, 2015) 

La audiencia preliminar, característica del procedimiento ordinario, 

se debe resolver la validez del proceso, y determinar el objeto de la 

litis, en aras de sanear el proceso. 

La audiencia preliminar, me recuerda a la audiencia de 

sustanciación del procedimiento arbitral, en cuanto en la audiencia 

de sustanciación, los árbitros deciden sobre su competencia, lo que 

determina la validez del proceso arbitral. En caso de declararse 

competente el tribunal ordenará que se practiquen en el término 

señalado, las diligencias probatorias solicitadas, y si las partes se 

                                                           
60 Norma consultada 06/04/216 

 
61 Norma consultada 06/04/216 

 
62 Norma consultada 06/04/216 
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encontraren presentes en la audiencia podrán precisar las 

pretensiones y los hechos en las que ésta se fundamenta. 

Asimismo en el artículo 294 del COGEP63, que determina el desarrollo 

de la audiencia preliminar, una vez que el juzgador resuelva la 

validez del proceso, el juez debe resolver a admisibilidad de la 

prueba “conducente, pertinente y útil” y conjuntamente con las 

partes señalarán las pruebas que deberán practicarse previo  a la 

audiencia de juicio. 

iii. Tercera etapa, es la etapa de decisión, es la constituida en el juicio 

ordinario por la audiencia de juicio, en esta etapa las partes 

presentan sus pruebas y realizan sus alegaciones, finalmente el juez 

debe suspender la audiencia y dictar su resolución el mismo día, de 

manera oral. 

En el proceso arbitral, una vez practicadas las pruebas, las partes 

pueden pedir una audiencia en estrados, en la que pueden realizar 

sus alegaciones verbalmente, en este punto es menester considerar 

que desde la audiencia de sustanciación, los árbitros tienen 140 días 

para dictar el laudo. 

Ahora bien, una vez determinados las tres etapas principales de la 

sustanciación del proceso, es necesario realizar un análisis de los términos de 

sustanciación del juicio ordinario y del arbitral:  

i. La citación con la demanda se rige por lo dispuesto en los artículos 

53 al 54 del COGEP64, al igual que estas normas se aplican dentro del 

procedimiento arbitral. Por lo que los términos para cumplir con la 

citación serán los mismos en ambos procedimientos. 

En el juicio ordinario, una vez cumplida con la citación, el 

demandado tendrá treinta días para presentar su contestación, y en 

                                                           
63 Norma consultada 06/04/216 

 
64 Norma consultada 06/04/216 
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caso que exista una reconvención la parte demandada tendrá el 

mismo término para contestarla.65 

 

En el procedimiento arbitral, el demandado tiene el término de 10 días 

para presentar contestar a la demanda, y en caso de que exista 

reconvención  a la misma, el demandado tendrá 10 días para 

contestar.66 

 

ii. En el juicio ordinario, con la contestación a la demanda, en el 

término de tres días posteriores al vencimiento de los términos para la 

contestación a la demanda y reconvención a la demanda, el 

juzgador convocará a audiencia preliminar que deberá realizarse en 

un término no menor a 10 días ni mayor a 20 días67, 

consecuentemente, en caso de que el juzgador cumpla 

estrictamente con los términos previstos en el COGEP, se tendrán 23 

días más después de la contestación a la demanda, para que se 

lleve a cabo la audiencia preliminar. 

 

En este punto el arbitraje difiere mucho del juicio ordinario, en 

cuanto el Director del centro de arbitraje, discrecionalmente debe 

fijar día y hora a efectos de que se lleve a cabo una audiencia de 

mediación68, en caso de existan acuerdos parciales o imposibilidad 

de acuerdo, se designan los árbitros69, quienes tienen tres días desde 

la notificación con su designación, para posesionarse70. 

 

A su vez, una vez posesionado el tribunal arbitral, se convocará a 

audiencia de sustanciación, y el tribunal arbitral tiene 140 días para 

                                                           
65 Artículo 291 Código Orgánico General de Procesos. Norma consultada 06/04/216 

 
66 Artículo 11 Ley de Arbitraje y Mediación. Norma consultada 06/04/216 

 
67 Artículo 292 Código Orgánico General de Procesos. Norma consultada 06/04/216 

 
68 Artículo 15 Ley de Arbitraje y Mediación. Norma consultada 06/04/216 

 
69 Articulo 16  íbidem 

 
70 Artículo 17 íbidem 
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dictar el laudo arbitral71, debiendo cumplirse con la práctica de 

pruebas y audiencia en estrados dentro de este término. 

 

iii. En el juicio ordinario la audiencia de juicio debe realizarse en el 

término de 30 días a partir de la audiencia preliminar, y el juez dicta 

sentencia, en el mismo acto. 

 

Finalmente, me referiré a los recursos que proceden una vez dictada la 

sentencia por el juzgador en la audiencia de juicio. 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 252 del COGEP72, en el 

ordenamiento procesal ecuatoriano, se encuentra prohibida la interposición 

de recursos horizontales y verticales de manera subsidiaria o sucesiva, con 

excepción de los recursos de aclaración y ampliación. 

 

El jurista Enrique Véscovi, afirma que la naturaleza humana tiene a rechazar 

lo que está en contra de sus intereses (Véscovi, 1979) esta condición 

inherente a todo ser humano, se ve reflejada en los instrumentos 

internacionales de derechos humanos y nuestra legislación como el 

derecho a recurrir del fallo, conocido en nuestra legislación como el 

derecho al doble conforme como pilar esencial del derecho a la defensa, 

parte del debido proceso. 

 

i. El principio de doble instancia, se materializa y concreta en el 

recurso de apelación, recurso que con la entrada en vigencia del 

COGPEP, dejará de ser formal y escrito como lo regula el Código de 

Procedimiento Civil, pues el COGEP, ha incorporado el principio de 

oralidad en materia del recurso de apelación, el recurso de 

apelación se debe interponer en la audiencia de juicio 

directamente y de manera oral después de que el juez dicte su 

sentencia, y de conformidad con el artículo 257 del COGEP73, se 

                                                           
71 Artículo 25 íbidem 

 
72 Norma consultada 06/04/216 

 
73 Norma consultada 06/04/216 
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debe fundamentar por escrito dentro del término de diez días. 

(Ramírez Romero, 2015) 

 

El recurso de apelación de conformidad con el artículo 260 del 

COGEP74, se sustancia de la siguiente manera: con la 

fundamentación del recurso se corre traslado a la contraparte, 

quien tendrá el término de diez días para contestarla. Tanto en la 

fundamentación como en la contestación deben anunciarse las 

pruebas que se practicarán en la segunda instancia, que será 

exclusivamente para acreditar hechos nuevos, solo se puede solicitar  

prueba sobre los mismos hechos, cuando únicamente haya sido 

posible obtenerla con posterioridad a la sentencia de primera 

instancia75. 

 

Recibido el expediente por la sala de la Corte Provincial 

correspondiente, se convocará a audiencia en el término de quince 

días, conforme a las reglas generales de las audiencias ya 

mencionadas al inicio del presente trabajo. 

 

ii. Adicionalmente, de la sentencia que resuelva en segunda instancia 

el proceso, cabe recurso de extraordinario de casación de acuerdo 

con  lo dispuesto en el artículo 266 del COGEP76, en cuanto la norma 

determina que el recurso extraordinario de casación cabe en contra 

de las sentencias y autos definitivos que pongan fin a procesos 

dictados por las Cortes Provinciales de Justicia. 

 

Asimismo de acuerdo con el artículo 266 del COGEP77 en su inciso 

final, determina que el recurso de casación podrá ser interpuesto en 

el término de diez días contados desde la ejecutoría de la sentencia 

                                                           
74 Norma consultada 06/04/216 

 
75 Artículo del Código Orgánico General de Procesos. Norma consultada 06/04/216 

 
76 Norma consultada 06/04/216 

 
77 Norma consultada 06/04/216 
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objeto del recurso de casación, o contados desde el auto que 

resuelva los recursos de aclaración y ampliación de la misma. 

 

El recurso de casación se presenta ante la Sala de la Corte Provincial 

de Justicia en la que se haya originado la sentencia recurrida, de 

conformidad con el artículo 269 del COGEP78, la sala no califica la 

procedencia del recurso, si no se limita únicamente a establecer si 

ha sido presentado en el término previsto en el artículo 266 del 

COGEP. 

 

En lo que refiere a los términos en los que se resuelve el recurso de 

casación el artículo 272 del COGEP79, determina que la Sala de la 

Corte Nacional que conoce el recurso debe convocar la audiencia 

en el plazo máximo de 30 días contados desde la fecha de 

recepción del expediente. 

 

3) Ventajas y desventajas de la justicia ordinaria frente a  la 

justicia arbitral 

 

Ahora bien, con los rasgos del procedimiento ordinario y el arbitraje 

esbozados en líneas anteriores, pese a que no se ha aplicado en la práctica 

el Código Orgánico General de Procesos, realizaré un juicio de valor previo, 

que refleje reflexiones preliminares respeto de cuáles podrían ser los 

problemas con los que se tenga que enfrentar la implementación del 

sistema procesal en la justicia ordinaria, y las ventajas del procedimiento 

arbitral pese a la vigencia del nuevo código. 

 

En primer lugar debo destacar, que a simple vista los procedimientos 

previstos en el nuevo código, son muy eficientes, y de ser cumplidos por los 

administradores de justicia al pie de la letra, permitirían que la justicia 

ordinaria se convierta en un medio eficaz de solución de conflictos, frente al 

arbitraje como medio alternativo, pues los términos en los que se resuelve 

                                                           
78 Norma consultada 06/04/216. 

 
79 Norma consultada 06/04/216. 
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parecen ser similares, en cuanto si bien el laudo arbitral es inapelable, se 

alarga su ejecución con la sustanciación de la acción de  nulidad, que 

termina por resolverse en la justicia ordinaria, conforme desarrolle en el 

capítulo anterior. 

 

También otra ventaja de la justicia ordinaria frente a la arbitral, es la 

gratuidad de la justicia ordinaria, los jueces, por ser funcionarios públicos 

tienen una remuneración fija cubierta por el Estado. Por su parte, en 

relación al arbitraje, se debe tener en consideración que el mismo tiene un 

costo que se fija dependiendo del centro de arbitraje pactado por las 

partes en la cláusula,  y la cuantía de la controversia; el costo de este 

servicio  puede ser elevado, y servirá para cubrir los gastos en los que incurre 

el centro, e incluirá el valor de los honorarios de los árbitros que no son 

servidores públicos, sino privados, cuyos honorarios deben ser cubiertos las 

partes en contienda. 

 

Ahora bien, el principal obstáculo con el que se tropieza el arbitraje para 

cumplir sus objetivos como MASC, es  la inseguridad que genera la 

discrecionalidad que brinda al juez lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley 

de Arbitraje y Mediación80, pues bajo la aquiescencia de los jueces, se 

abusa del proceso en el que se sustancia la acción de nulidad, lo que 

afecta directamente al sistema arbitral, en términos de eficiencia y 

celeridad. 

 

La interposición de la acción de nulidad sirve como método para dilatar el 

cumplimiento de la obligación por parte del perdedor, pues incidenta el 

curso normal del proceso; en este orden merece especial atención el  

comportamiento permisivo de los jueces, que no hace más que incentivar a 

la parte que se encuentra abusando del proceso, a utilizar todos los 

artilugios procesales que posee como estrategia; litigiar genera costas 

procesales, entre más largo es un proceso, es más costoso, estas 

actuaciones procesales no hacen más que imponer una carga en la parte 

que litiga con “honestidad”, pues una de las partes dilata el proceso,  y por 

                                                           
80 Norma consultada 06/04/216. 
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lo tanto incrementa  el costo del mismo sin que se le atribuya 

responsabilidad alguna, lo que también implica una desventaja del sistema 

arbitral, desventaja que es producida no por el proceso arbitral per se si no 

por la indebida sustanciación de la acción de nulidad. 

 

Pese a lo expuesto, considero que aunque existan inconvenientes que se 

presentan por la especialmente por sustanciación de la acción de nulidad, 

e incluso por la admisión de acciones constitucionales contra el laudo, aún 

existen muchas ventajas del sistema arbitral frente a nuestro sistema de 

justicia ordinario. 

 

Respecto del posible peligro que puede significar para el Arbitraje la 

entrada en vigencia del COGEP, el profesor Xavier Andrade sostiene: 

 

“El arbitraje siempre será un método “alternativo” a la justicia 

ordinaria. Es decir, mientras exista la justicia ordinaria, existirá una 

opción distinta y alternativa (jurisdicción voluntaria). Lo que sugieres 

(al menos hipotéticamente) es que el COGEP mejore el sistema de 

justicia a tal punto de que la sociedad vuelva a confiar en la justicia 

ordinaria y no tenga un motivo para recurrir a arbitraje. Sin embargo, 

dudo que un código pueda corregir los problemas estructurales que 

sufre nuestra justicia. Una nueva ley no curará sus enfermedades. 

 

Adicionalmente, inclusive en los países con los mejores sistemas de 

justicia ordinaria (ej. Suiza, Francia), el arbitraje ha seguido creciendo 

debido a las ventajas que supone frente a la justicia ordinaria (ej. 

neutralidad, especialización, tiempos, etc.)” (Andrade Cadena, 

comunicación personal, 27 de abril de 2016) 

 

 

En lo personal, considero que la mayor ventaja del sistema arbitral frente al 

sistema de justicia ordinario es el principio de especialidad, por cuanto: 

i. Respecto de los términos en los que  se sustancia el juicio ordinario y 

el arbitral, se debe resaltar que  en virtud del principio de 

especialidad en el arbitraje, las partes designan a los árbitros que 

conforman el tribunal arbitral para ser jueces privados de una 

controversia específica, consecuentemente tienen a su cargo un 

proceso determinado, esto permite que los mismos cumplan con la 

sustanciación del proceso en términos cortos, de manera eficiente. 
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En lo que refiere al procedimiento ordinario, los jueces son 

funcionarios públicos que tienen a su cargo una ingente cantidad 

de procesos, por lo que es muy difícil que cumplan a rajatablas con 

los términos previstos en la ley, con este problema lidiamos los 

ecuatorianos día a día, en cuanto el Código de Procedimiento Civil, 

y demás normas procedimentales derogadas, también preveían 

trámites a simple vista céleres, sin embargo los administradores de 

justicia nunca cumplen con los términos establecidos en la ley, lo que 

vuelve a los procesos lentos, con fundamento en la ya conocida 

congestión de los juzgados. 

 

ii. Por el principio de especialidad los árbitros pueden conocer mejor el 

caso específico a su cargo, pues su labor como árbitro se limita a 

conocer esa única causa, permitiendo una resolución adecuada. En 

la justicia ordinaria los jueces tienen una gran cantidad de procesos 

a su cargo, esto les impide el conocimiento pleno de todas sus 

causas, y también históricamente les ha impedido cumplir con los 

términos procesales previstos en las normas ahora derogadas por el 

COGEP. Esto es un inconveniente en cuanto los señores jueces, 

deberán resolver de manera oral en la audiencia de juicio, lo que 

desde mi punto de vista, con la cantidad de causas que conocen, 

no les permite un margen prudencial de tiempo para tomar una 

decisión del todo adecuada, lo que puede conducir a errores en la 

administración de justicia. 

 

iii. La especialidad de los árbitros también ofrece un proceso mucho 

más neutral, esta ventaja la analizo en relación a los juicios en contra 

del Estado, pues el hecho de que los árbitros no sean funcionarios 

públicos cuyo trabajo depende del aparato estatal, ofrece mayor 

credibilidad a los árbitros en procesos seguidos en contra del Estado. 

En relación a la neutralidad Eduardo Silva señala que “la premisa 

cierta o errada, detrás de esta afirmación confía en las cortes y 

jueces del Estado de su contraparte” (Silva Romero, 2013) esta crítica 
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la realiza en relación al arbitraje comercial internacional, empero 

considero que también es aplicable en arbitrajes nacionales cuando 

existe una contienda de un administrado contra el Estado, por 

ejemplo en temas de contratación pública, es más seguro ser 

juzgado por un árbitro privado que por un juez estatal; por obvias 

razones esta ventaja merece la crítica de que la acción de nulidad 

del laudo termina por resolverse por las cortes estatales, es decir por 

funcionarios públicos. 

 

Otra ventaja del arbitraje sobre la justicia ordinaria es la flexibilidad del 

procedimiento, finalmente las partes al pactar arbitraje en la cláusula 

arbitral, pueden pactar términos menores para la resolución de la 

controversia, pues como señala el jurista Eduardo Silva “quién acude al 

arbitraje escoge,  se afirma, ir donde el sastre, quién acude a las cortes, se 

agrega, escoge comprar su ropa en un supermercado” (Silva Romero, 

2013),  lo que de ninguna manera ocurrirá en la justicia ordinaria, pues la 

justicia ordinaria permite restar celeridad en los procesos, con tal de 

garantizar el renombrado derecho a la defensa y debido proceso de las 

partes, siendo mucho más formal y ritualista que el arbitraje. 

 

En relación a la celeridad instaurada por el COGEP en los procesos ante las 

cortes estatales, esto también podría beneficiar mucho al arbitraje, en 

cuanto de hecho el procedimiento arbitral en sí mismo es célere y se 

resuelve en términos cortos, sin embargo se alarga con la sustanciación de 

la acción de nulidad, que se resuelve en las cortes estatales, 

consecuentemente de ser más eficiente el sistema, y del criterio de las 

cortes en relación a la aplicación de los recursos previstos en el COGEP, 

dentro de la sustanciación de la acción de nulidad, va a depender que 

esta acción se sustancie de manera más eficiente, lo que beneficiaría 

mucho  al sistema arbitral. 

 

Finalmente otra de las ventajas del procedimiento arbitral que no cambiará 

de ninguna manera con la vigencia del COGEP, es el carácter confidencial 

del arbitraje. Los procesos estatales por su naturaleza son públicos; sin 
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embargo el arbitraje brinda la certeza, en especial a los comerciantes, de 

que tal vez el socio con el que quiere emprender negocios, no tenga 

conocimiento, por ejemplo,  de que no ha realizado ciertos pagos, 

debiendo resaltar adicionalmente el hecho de que cualquier contienda 

puede agravarse, y aumentar la hostilidad entre partes, por ser ventilada 

públicamente. (Silva Romero, 2013) 
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CAPÍTULO CUARTO: 

ANÁLISIS DE CASOS PRÁCTICOS 

 

En este capítulo me referiré a dos casos definen con claridad las dos tesis 

existentes respecto de la sustanciación de la acción de nulidad del laudo 

arbitral, como principal interacción del arbitraje con la justicia ordinaria, y 

como medio de judicialización de arbitraje. 

En el primer caso que analizaré, Consorcio Plainco Vs. Municipio de 

Azogues, se podrá evidenciar con claridad la visión del juzgador 

procesalista, y en este caso tengo la oportunidad de demostrar el tiempo 

que se en ejecutarse el laudo, y los inconvenientes que tuvo en ejecutarse 

el laudo arbitral. 

En el segundo caso se podrá comprender la visión de los operadores de 

justicia pro arbitraje, y realizare un análisis de sus argumentos en relación a la 

sustanciación de la acción de nulidad.  

 

1) Tendencia a la judicialización: Análisis del Caso Consorcio Plainco Vs. 

Municipio de Azogues 

 

i. El proceso arbitral: Los señores Gabriel Efrain Ledesma Vásquez, Olga 

Almeida Pita García y Pablo Astudillo Sinche, como integrantes del 

Consorcio PLAINCO, demandan en arbitraje al Gobierno Autónomo 

Descentralizado de Azogues (entonces I. Municipalidad de Azogues) 

i) la terminación de contrato que los vincula, ii) el pago de las 

cantidades adeudadas por la entidad demandante por concepto 

de planillas pagadas parcialmente, de los valores correspondientes 

por reliquidación planillas costo más porcentaje, iv) el pago de los 

perjuicios provocados por la terminación anticipada del contrato. 

 

La demanda (ANEXO I) se presenta ante el Director del Centro de 

Arbitraje y Mediación de las Cámaras de la Producción del Azuay, 

con fecha 06 de octubre de 2014. 
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El tribunal arbitral se integró por los Doctores Miguel Cordero Palacios, 

Antonio Martínez Borrero y Nicolás Muñoz Chaves. 

 

El laudo arbitral (ANEXO II) que resuelve la contienda, se dictó un 

año, tres meses después de recibida la demanda, esto es el 18 de 

enero de 2006, aceptando en su totalidad la demanda planteada 

por el Consorcio PLAINCO. 

 

De lo expuesto se puede evidenciar que el proceso arbitral fue muy 

rápido, en cuanto duro poco más de un años su sustanciación; 

generalmente los juicios seguidos en el Tribunal Distrital de lo 

Contencioso Administrativo son juicios muy lentos por más que se 

resuelvan en una sola instancia, generalmente un proceso 

contencioso administrativo de esta naturaleza tarda en resolverse 

alrededor de tres años, lo que demuestra que el proceso arbitral es 

mucho más célere y eficaz. 

 

ii. El GADM de azogues interpuso acción de nulidad del laudo arbitral 

dictado, la Presidencia de la Corte Provincial de Cuenca,  mediante 

sentencia de fecha 06 de abril de 2006, a las 09h00, desestimó la 

acción de nulidad interpuesta,  señalando que no se configuraba 

ninguna de las causales de nulidad previstas en el artículo 31 de la 

Ley de Arbitraje y Mediación. 

 

El Presidente de la entonces Corte Superior de Justicia, resolvió 

rápidamente el recurso, en un mes diez y siete días. 

 

iii. El GADM de Azogues ahora entidad demandante, interpone recurso 

horizontal de aclaración y ampliación concedido a trámite mediante 

providencia de fecha 17 de abril de 2006, a las 09h00, corriéndose 

traslado a la contraparte en el término de setenta y dos horas. 
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Agotado el trámite del recurso, el Presidente de la Corte Superior lo 

inadmite mediante providencia de fecha 05 de mayo de 2006, a las 

10h30. 

 

iv. Ante la sentencia contraria de la acción de nulidad, el GADM de 

Azogues, interpone recurso vertical de apelación de la sentencia con 

fecha 09 de mayo de 2006, con fundamento en lo dispuesto en el 

artículo 321 del Código de Procedimiento Civil, que dispone “Siempre 

que la ley no deniegue expresamente un recurso se entenderá que lo 

concede”. 

 

El recurso se interpone para ante una de las Salas de lo Civil y 

Mercantil de la Corte Superior de Cuenca. 

 

v. Mediante auto de fecha 19 de mayo de 2006 a las 10h40, el 

Presidente de la Corte Superior, niega a trámite el recurso 

estableciendo que el arbitraje pertenece a jurisdicción voluntaria, y 

que el artículo 321 se refiere a asuntos de jurisdicción contenciosa, 

por lo que no es procedente el recurso, ante lo que la entidad 

demandante interpone recurso extraordinario de casación de la 

sentencia, mismo que es negado a trámite por extemporáneo. 

 

Ante lo cual, con fecha 20 de junio de 2006 10h50, el GADM de 

Azogues interpone recurso de hecho para ante la entonces H. Corte 

Suprema de Justicia. 

 

vi. Mediante auto de fecha 15 de mayo de 2007, a las 16h30, la 

Segunda Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Suprema de Justicia 

(ANEXO III), realiza el siguiente análisis:  

 

“El presidente de la Corte Superior de Cuenca, previo a negar 

la apelación presentada, establece de manera errónea que 

las causas sometidas al arbitraje pertenecen a la jurisdicción 

voluntaria, para afirmar que el Art. 321 del Código de 

Procedimiento Civil no sería aplicable toda vez que este se 

refería a asuntos de jurisdicción ordinara en materia 
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contenciosa. Sin perjuicio de que la causa llegó a la 

Presidencia de la Corte Superior de Cuenca para su 

resolución, no se encuentra sometida a arbitraje ya que se 

trata de una acción de nulidad del laudo emitido en aquel 

(…) la jurisdicción voluntaria (…) es la que se ejerce en asuntos 

que por su naturaleza o por razón del estado de las cosas se 

resuelven sin contradicción, mientras que el arbitraje siendo un 

mecanismo alternativo de solución de conflictos al cual la 

partes pueden someter de mutuo acuerdo las controversias 

(…) evidentemente no puede resolverse sin contradicción (…)” 

 

Con este análisis, y con fundamento  en el derecho a la tutela judicial 

efectiva, y al debido proceso, decide declarar la nulidad de lo 

actuado desde el auto de fecha 19 de mayo de 2006, que niega el 

recurso de apelación, por lo que se ordena la devolución de proceso 

y la concesión del recurso de apelación negado, mediante la 

providencia antes mencionada. 

 

En este punto se puede evidenciar lo dañino que es para la 

sustanciación de la acción de nulidad, la discrecionalidad que 

permite a los jueces la redacción de la norma contenida en el Art. 31 

de la Ley de Arbitraje y Mediación, en cuanto a no saber con certeza 

que criterio tener respecto de los recursos que caben contra la 

sentencia que resuelve respecto de la acción de nulidad. 

 

La discrepancia entre el criterio de la Presidencia de la Corte 

Provincial y los señores jueces de la Segunda Sala de lo Civil y 

Mercantil de la Corte Suprema, implico que por un año, dos meses, se 

discuta la procedencia o no de un recurso contra la sentencia. 

 

También de esta providencia de la Corte Suprema, es muy 

importante la diferencia que claramente realizan los señores jueces 

del procedimiento arbitral, y del procedimiento propio de la acción 

de nulidad, lo que apoya el hecho de que la acción de nulidad ya 

no se rige por los principios de la justicia arbitral en nuestro 

ordenamiento jurídico, sino por los principios de la justicia ordinaria. 
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vii. Con la tardanza que implico la resolución de la Corte Suprema, se 

devolvió el expediente a una de las Salas de la Corte Superior de 

Justicia de Cuenca, quién finalmente mediante sentencia de fecha 

26 de mayo de 2008, desecho el recurso de apelación planteado, 

confirmando la sentencia del Presidente de la H. Corte Superior de 

Cuenca, dictada, vale resaltar, con fecha 06 de abril de 2006, a las 

09h00. 

 

viii. Asimismo, el GADM de Azogues, inconforme con la resolución, 

interpone recurso extraordinario de casación de la sentencia, mismo 

que es resuelto por la Sala de lo Civil y Mercantil de la ya Corte 

Nacional de Justicia, con fecha 05 de noviembre de 2009, a las 

08h40, mediante la que la Corte Nacional no casa la sentencia, 

confirmando la sentencia dictada en primera instancia. 

 

Hasta este punto, resolver la acción de nulidad, tomó tres años, siete 

meses a la justicia ordinaria. 

 

ix.  Finalmente pese a que se confirmó la validez tanto por el Presidente 

de la Corte Superior de Justicia de Cuenca, la Sala de lo Civil y 

Mercantil de la Corte Provincial y por la Corte Nacional de Justicia, el 

GADM de azogues interpuso acción extraordinaria de protección en 

contra del fallo dictado por la Corte Nacional de Justicia, acción que 

se inadmite a trámite por considerar que no existen derechos 

constitucionales vulnerados, mediante auto resolutivo de fecha 07 de 

abril de 2010. 

 

Hasta esta fecha, ha tomado cuatro años, que la sentencia que 

resuelve la acción de nulidad quede finalmente ejecutoriada. 

De lo antes expuesto podemos evidenciar, que la parte perjudicada con el 

laudo arbitral, bajo nuestro ordenamiento jurídico, puede utilizar la acción 

de nulidad del laudo como un método para dilatar el cumplimiento de lo 

ordenado mediante el laudo arbitral, en el presente caso se interpuso 
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acción de nulidad, recurso de apelación contra la sentencia dictada por el 

Presidente de la Corte Superior de Cuenca, recurso extraordinario de 

casación para ante la Corte Nacional de Justicia, y en las dos instancias, y 

el recurso de casación, se confirmó la validez del laudo arbitral; no 

contentos con el resultado, incluso se interpuso una acción extraordinaria 

de protección, que pese a ser inadmitida, retardo la ejecución del laudo 

arbitral, válidamente dictado. 

Con el análisis de este caso, se puede evidenciar lo dañino que es para las 

partes que se han sometido a arbitraje, el no tener claras las reglas del 

juego que rigen la sustanciación de la acción de nulidad, más aun cuando 

el arbitraje se ha llevado a cabo legítimamente y cumpliendo con las 

normas del debido proceso, en cuanto la parte perjudicada con el laudo,  

puede aprovecharse de las normas para retardar el cumplimiento del 

mismo. A su vez los criterios contradictorios de las cortes no hacen más que 

provocar inseguridad jurídica a las partes que se someten a arbitraje en 

cuanto va a depender del juez de turno la forma de sustanciación de la 

acción de nulidad.  

Existe una línea muy corta entre la discrecionalidad y la arbitrariedad. Los 

seres humanos, por nuestra condición de seres sociales, nos encontramos 

sujetos a determinados aspectos psicológicos. El juez tiene el deber de 

administrar justicia, es decir dar a cada quien lo que –en derecho- le 

corresponde, esta tarea se concreta a través de la  interpretación y 

aplicación de las normas en cada caso. Sin embargo cuando el juez se 

encuentra frente a una norma ambigua –como lo es el Art. 31 de la Ley de 

Arbitraje y Mediación-, que le brinda amplia discrecionalidad en relación a 

su interpretación, su tarea como administrador de justicia, se puede ver 

opacada por ciertos sesgos psicológicos inherentes a su condición de ser 

humano, tales como: la ley de la reciprocidad, el sesgo de 

autocomplacencia y el sesgo confirmatorio; dejando la puerta abierta para 

que se beneficie o perjudique a una de las partes contendientes a su 

arbitrio. 

Para el Dr. Patricio Cordero Ordoñez, abogado defensor del Consorcio 

Plainco en el caso objeto del presente análisis, la diversidad de criterios de 
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los jueces en relación a la sustanciación de la acción de nulidad fue el 

mayor problema durante el proceso, pues existió una demora excesiva en el 

cumplimiento del laudo, debiendo considerar que el Consorcio, ganó el 

arbitraje, y en la acción de nulidad y sus instancias se confirmó la validez del 

laudo. También hace notar, que actualmente la diversidad de criterios de 

los jueces en la aplicación de una norma tan abierta puede significar un 

problema, pues históricamente han existido casos en los que los que ciertos 

administradores de justicia, lejos de ser independientes, tienden a dar la 

interpretación que más favorezca al Estado, cuando se trata de 

controversias en materia de contratación pública, por lo que para brindar 

mayor seguridad, si debería reformarse la LAM, de tal forma de brindar 

mayor certeza a las partes que se someten a arbitraje, de que su 

controversia sea resuelta definitivamente en arbitraje, y de que la única 

forma de control de legalidad del laudo  será sustanciada en una vía 

expedita, en la que las partes  y los jueces,  no puedan imponer trabas al 

cumplimiento del laudo. (Cordero Ordoñez, comunicación personal, 21 de 

abril de 2016) 

 

En este mismo orden, el jurista Xavier Andrade,  hace notar que en toda 

legislación existen causales de nulidad de laudos, y que el control que 

realizan los jueces es legítimo, empero señala que  si existen casos de 

parcialidad o de extralimitación, estamos frente a otro tipo de problema. La 

redacción del art. 31 no es ideal, pero permite realizar un examen de la 

regularidad procesal de los laudos, siempre y cuando los jueces aplican la 

norma correcta y limitadamente -no extensivamente- . (Andrade Cadena, 

comunicación personal, 27 de abril de 2016) 

 

 

2) Tesis arbitralista: Sentencia Caso Asec Vs. Ministerio de Turismo 

 

En lo que refiere al Caso Asec vs. Ministerio de Turismo, únicamente analizare 

el criterio de la Corte Nacional, en lo que refiere a la sustanciación de la 

acción de nulidad: 
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i. La Asociación Ecuatoriana de Ecoturismo ASEC, siguió un arbitraje en 

la Cámara de Comercio de Quito, en contra del Ministerio de 

Turismo, caso signado con el No. 58-05. 

 

ii. El laudo arbitral dentro del proceso fue dictado con fecha 

10 de octubre de 2006. 

 

iii. ASEC interpuso recurso de casación en contra de la Sentencia 

dictada por el Señor Presidente de la Corte Superior de Justicia de 

Quito, dentro de la acción de nulidad del referido laudo, para ante la 

Sala lo Civil, Mercantil y Familia de la Corte Nacional de Justicia 

 

iv. La sentencia que resuelve el recurso extraordinario de casación fue 

dictada con fecha 02 marzo de 2010. Podemos evidenciar que tomo 

tres años cuatro meses la resolución del recurso de nulidad, tiempo 

similar al tiempo de duración de la sustanciación de la acción de 

nulidad en el caso antes analizado. 

 

v. En la sentencia en mención se realiza el siguiente análisis: 

 

En el considerando TERCERO de la sentencia, los señores jueces 

establecieron que los filtros para determinar la procedencia se 

habían superado en cuanto, los señores jueces principales de la sala 

(que fueron recusados, constituyéndose el tribunal por la sala de 

conjueces) admitieron a trámite el recurso con fundamento en el 

caso  MASGAS vs. OLICORP, en el que se determinó que la 

sustanciación de la acción de nulidad debe cumplir con dos 

instancias, una primera instancia ante el Presidente de la Corte 

Provincial, y una segunda instancia ante una de las Salas de la Corte 

Provincial, en garantía del derecho al doble conforme de las partes, 

consagrado en el Art. 76 numeral 7) literal m) de la Constitución de la 

República, respecto de este fallo, la sala de conjueces realiza el 

siguiente análisis: 
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“De la lectura de los artículos 30 y 31 de la Ley de Arbitraje y 

Mediación no existe señal alguna de que se establezca la 

posibilidad de que se pueda interponer recurso de apelación 

respecto de la sentencia que dicte el Presidente de la Corte 

Provincial. Este criterio está reforzado por el hecho de que 

revisando la historia legislativa de la Ley de Arbitraje y 

Mediación tampoco se percibe que la posibilidad de que se 

interponga recurso de apelación hubiese sido cierta. En la 

original Ley de Arbitraje y Mediación, publicada en el Registro 

Oficial No. 145 de 4 de septiembre de 1997, el procedimiento 

que se estableció para la acción de nulidad de laudo arbitral 

tampoco contemplaba la posibilidad de interponer recurso de 

apelación de la sentencia que dictaba una de las Salas de la 

Corte Superior (hoy Corte Provincial). Luego mediante la Ley 

No. 48 publicada en el Registro Oficial No. 

532 de 25 de febrero de 2005, se estableció el nuevo 

procedimiento para la acción de nulidad de laudo arbitral 

(artículo 3 de la ley reformatoria), reforma en la que tampoco 

se hace mención alguna a la posibilidad de que se pueda 

interponer apelación de la sentencia que, debido a la 

reforma, debía dictar el Presidente dela Corte Provincial. (…) 

Ley de Arbitraje y Mediación, publicada en el Registro Oficial 

No. 417 de 14 de diciembre de 2006, instrumento en el cual 

tampoco se menciona la posibilidad de se pueda interponer 

recurso de apelación. Por lo tanto, esta Sala de Conjueces no 

ve elemento alguno a través del cual se pueda interpretar el 

artículo 31 de la ley de Arbitraje y Mediación en el 

sentido de que era -o es- posible interponer recurso de 

apelación respecto de la sentencia dictada por el 

Presidente de la Corte Provincial.” 

 

Respecto de esta afirmación de la Corte Nacional, debo manifestar que no 

se está tomando en consideración que para determinar la inapelabilidad 

del laudo arbitral existe una norma expresa: el artículo 30 de la Ley de 

Arbitraje y Mediación. Por qué el legislador, si su voluntad era que la 

sentencia de la Presidencia de la Corte Provincial sea inapelable, no 

introdujo, como expresamente lo hizo con la inapelabilidad del laudo 

arbitral, una norma que determine la inapelabilidad de la sentencia que 

resuelve la acción de nulidad. Como bien señalan los señores jueces de la 

Corte Nacional en sentencia, no existe rastro alguno de que el recurso de 

apelación proceda en contra de la sentencia de la Presidencia de la Corte 

Provincial, pero tampoco existe norma alguna que determine que no lo es, 

más aún existe un reenvío normativo directo, contenido en el artículo 37 de 

la Ley de Arbitraje y Mediación, que nos remite al Código de Procedimiento 
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Civil, norma que impone la regla general “siempre que la ley no deniege 

expresamente un recurso se entenderá que lo concede.”  

 

Asimismo, la en este caso los señores jueces de la Corte Nacional, para 

determinar la inaplicabilidad del artículo 321 del Código de procedimiento 

civil, señalan: 

 

“es importante analizar esta problemática desde los principios que 

inspiran al arbitraje como método 

alternativo de solución de conflictos. En primer lugar debe quedar 

claro que el Arbitraje es una de las excepciones, constitucionalmente 

admitidas, al denominado principio de unidad jurisdiccional (…) así 

como el principio de in dubio pro arbitraje. Los principios antes 

establecidos tienen plena coherencia con los fines del arbitraje, que 

en definitiva buscan hacer realidad el debido proceso y una justicia 

sin dilaciones innecesarias (…) así como al derecho constitucional a 

una tutela efectiva, imparcial y expedita de los derechos e 

intereses delas personas (artículo 75 de la actual Constitución). 

Intenciones y fines que se plasman en el acuerdo voluntario de dos 

partes de someter sus divergencias a un Tribunal Arbitral y no a las 

instancias judiciales oficiales. Es por esta razón que los casos en que el 

arbitraje deriva en la Función Judicial son de excepción y deben 

estar expresamente establecidos en la ley especial de la materia; y, 

justamente, uno de esos casos de excepción es la 

acción de nulidad de laudo arbitral. Todo lo anterior nos lleva a la 

conclusión de que la interpretación de las normas que regulan dicha 

acción debe ser de tipo restrictiva, sin dar paso a la aplicación 

supletoria de normas ni analogías y teniendo siempre como horizonte 

uno de los principales objetivos del arbitraje, como método 

alternativo de solución de conflictos, que es la celeridad en la 

solución delos conflictos. Es decir, si admitiéramos como válido que se 

puede interponer recurso de apelación respecto del fallo del 

Presidente de la Corte Provincial, estaríamos atentando contra dicho 

principio que inspira al arbitraje, y estaríamos llevando la 

“judicialización” del arbitraje a niveles que en realidad riñen con los 

principios que inspiran dicho método 

alternativo desolución de conflictos.” 

 

En lo que refiere a este análisis, si bien considero que no se puede colisionar 

la celeridad como principio que rige la justicia alternativa, con un derecho 

fundamental como es el derecho al doble conforme. Los señores jueces 

señalan “los casos en que el arbitraje deriva en la Función Judicial 

son de excepción y deben estar expresamente establecidos en la ley 
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especial de la materia; y, justamente, uno de esos casos de excepción es la 

acción de nulidad de laudo arbitral”, tomando en consideración que con el 

laudo arbitral, se terminó la sustanciación del procedimiento arbitral, las 

normas que rigen la sustanciación de la acción de nulidad parecerían ser 

las normas que rigen a la justicia ordinaria, sin embargo la acción de nulidad 

del laudo, es una institución del arbitraje, y debe ser sustanciada a la luz de 

sus principios rectores. 

 

Finalmente la corte termina señalando que la acción de nulidad es uno de 

esos procedimientos de instancia única, permitiéndome citar lo que señalan 

los señores jueces: 

 

“(…) proceso de nulidad de laudo arbitral es uno de los 

procesos de conocimiento, de única instancia, establecidos en 

nuestro ordenamiento jurídico. Pero incluso, partiendo de la 

premisa de que el proceso de nulidad de laudo arbitral 

es de instancia única, la Sala de jueces principales también dejó 

sentado que en el Ecuador, forma parte del derecho al debido 

proceso constitucional la garantía de la doble instancia –criterio que 

evidentemente compartimos-, e incluso cita la norma del 

Pacto de San José de Costa Rica, instrumento que estableció este 

derecho, mucho antes que nuestra actual Constitución. En definitiva, 

la cuestión que ahora debe resolver esta Sala de Resolución: 154-

2010 Juicio No. 124-2008 ER Actor: ASEC 

Demandado: MINISTERIODE TURISMO Y OTROS Conjueces es si en los 

procesos de instancia única dentro del ordenamiento jurídico 

ecuatoriano (nulidad de laudo arbitral, contencioso administrativo, 

contencioso tributario, etc.), se cumple esta garantía de la doble 

instancia, tomando en cuenta que el único recurso que cabe frente 

a la sentencia de la única instancia, es el recurso de casación.” 

 

En relación a esta afirmación considero que los señores jueces tienen el 

argumento más favorable para el arbitraje, en efecto la sustanciación de la 

acción de nulidad debería ser considerado uno de los procedimientos de 

instancia única, pero esto debe determinarse mediante una reforma a la 

Ley de Arbitraje y Mediación, los jueces no pueden arrogarse funciones del 

legislativo, y determinar qué procedimientos son o no son de única 

instancia, pues es competencia del legislador determinar que la acción de 

nulidad es un proceso de única instancia, no es competencia de los jueces. 
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Finalmente la Sala consideró que con el recurso de casación se cumplen las 

exigencias de la doble instancia, de conformidad con lo sentado por la 

Comisión Interamericana de derechos humanos en el Caso Juan Carlos 

Abella vs. Argentina (Caso 11.137, Informe No. 55/97, 1997, párrafos 259, 260 

y 261). En relación a lo sentado, concuerdo en el criterio de la corte en que 

el recurso de casación podría ser considerado como segunda instancia en 

la acción de nulidad, como en los procesos contencioso administrativo y 

tributario, en cuanto la Corte Nacional realiza un análisis de la legalidad de 

la sentencia, y en cuanto en la acción de nulidad se resuelven aspectos de 

mera legalidad de proceso, empero para brindar seguridad jurídica a las 

partes que se someten a arbitraje, lo correcto sería que la ley sea quién lo 

establezca. 

 

Considero que el mejor argumento para proponer una reforma a la Ley de 

Arbitraje y Mediación, es el que mantienen los jueces en este caso, en 

relación a que la acción de nulidad debería ser un proceso de única 

instancia, y que se garantice el doble conforme únicamente a través del 

recurso extraordinario de casación, que pese a no ser una instancia 

adicional, permite que un juez superior, revise la legalidad de la sentencia 

dictada. 

 

Ahora bien para concluir el análisis de la sentencia, considero que los jueces 

tienen herramientas suficientes para argumentar en relación a si el 

Presidente de la Corte Provincial puede considerarse un juez de primera 

instancia, y discutir los distintos vacíos procesales con los que se tropieza la 

norma, pues que el argumento de fondo sea que se debe proteger la 

celeridad en el arbitraje, no puede ser el único argumento, ya que si bien es 

legítimo y lo mejor para que el arbitraje cumpla con su finalidad como 

método alternativo de solución de conflictos que la acción de nulidad se 

resuelva en única instancia, no me parece sostenible en derecho, que la 

celeridad pueda anular derechos como el derecho a la tutela judicial 

efectiva, y el derecho al doble conforme, más aún con el modelo de 

Estado Constitucional de Derechos y Justicia que adopto el Ecuador con la 

Constitución de Montecristi. 
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CONCLUSIONES  

 

1. El arbitraje es un mecanismo alternativo se solución de controversias, 

mediante el que las partes renuncian a su derecho al juez natural, 

sometiendo su controversia al conocimiento y resolución de 

particulares que no forman parte de la estructura del poder judicial 

del Estado, excluyendo de esta manera la intervención de las Cortes 

Estatales, en aras de encontrar celeridad, economía en tiempo y 

dinero, flexibilidad, especialidad de los árbitros y confidencialidad del 

procedimiento, principios que nuestro sistema de justicia ordinario no 

puede garantizar a las partes en la actualidad. 

 

2. El laudo arbitral pone fin al procedimiento arbitral, tanto por su 

contenido formal como sustancial constituye una verdadera 

sentencia, teniendo los mismos efectos y alcance, que son: i) efecto 

de sentencia ejecutoriada y de cosa juzgada ii) sentencia de última 

instancia, nuestra Ley de Arbitraje y Mediación en su artículo 30 

determina la inapelabilidad e impugnabilidad del laudo arbitral de 

manera expresa. 

 

 

3. Nuestra Constitución de la República en su Art. 190 reconoce al 

arbitraje como método alternativo de solución de conflictos, sin 

embargo la regulación constitucional actual del arbitraje tiene a 

restringir esta institución jurídica en determinados aspectos, 

finalmente el desarrollo del arbitraje se encuentra en manos de los 

administradores de justicia, quienes son los encargados de interpretar 

y aplicar las normas. 

 

4. Las partes que se someten a arbitraje, renuncian a la justicia 

ordinaria, y a su vez dejan de lado las reglas de procedimiento 

comunes a esos procedimientos, obligándose a acatar las reglas 

específicas del procedimiento arbitral, en aras de que la justicia 
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alternativa, cumpla con su función de dar solución rápida y eficaz a 

la controversia surgida. 

 

5. la intervención de las cortes en el arbitraje debe ocurrir únicamente 

en lo que refiere a la ejecución de medidas cautelares y del laudo, 

así como en la sustanciación de la acción de nulidad. 

 

6. La judicialización del arbitraje se refiere a la intervención judicial y 

revisión de laudos por parte los Tribunales Estatales, de tal manera 

que impide que el arbitraje como método alternativo de solución de 

controversias, cumpla su finalidad. 

 

7. La tendencia mayoritaria de las legislaciones recogida en la Ley 

Modelo UNITRAL, reconocen una forma legítima de revisión judicial 

del laudo arbitral: La acción de nulidad o acción de anulación del 

laudo arbitral. 

 

8. La acción de nulidad se encuentra regulada en el Art. 31 de la LAM,  

garantizando de esta manera, a las partes que se someten a 

arbitraje,  el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva 

consagrado en el Art. 75 de la Constitución de la República. 

 

9. La acción de nulidad del laudo arbitral no es un recurso, el Presidente 

de la Corte Provincial de Justicia no es jerárquicamente superior al 

tribunal arbitral, por lo que en este proceso el juzgador se encuentra 

impedido de revisar el fondo de controversia y modificar el laudo 

dictado. 

 

10. La acción de nulidad del laudo arbitral no es una instancia para 

acceder a una revisión integra del laudo, sino únicamente tiene 

como objetivo el determinar la existencia o no de determinados 
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vicios en el procedimiento arbitral, lo que impide a los órganos 

jurisdiccionales que conocen la acción, resolver sobre el fondo del 

asunto sometido a arbitraje, ya que lo resuelto en el laudo, tiene 

efecto de sentencia ejecutoriada y de cosa juzgada. 

 

11. Las causales de nulidad son taxativas, las causales de nulidad se 

refieren a vicios in procedendo, ocurridos durante el procedimiento 

arbitral, que limiten o vulneren el derecho a la defensa de las partes, 

viciando de nulidad el resultado del arbitraje: el laudo arbitral. 

 

12. El trámite de la acción de nulidad es especial, y se encuentra 

establecido en el Art. 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación. 

 

13. La acción de nulidad si bien tiene un trámite especial, se ventila en 

un proceso de conocimiento, por ser un procedimiento declarativo 

de derechos, en el que se determina la existencia o no de uno de los 

vicios taxativamente establecidos en la ley para anular el laudo 

arbitral. 

 

14.  El hecho de que las partes se sometan a arbitraje, justamente impide 

que los jueces conozcan y resuelvan las cuestiones litigiosas resueltas 

por los árbitros mediante el laudo arbitral, pero a su vez les otorga la 

facultad a las partes de que la justicia ordinaria sea quien  resuelva 

respecto de la validez del laudo arbitral dictado.  

 

15. En la acción de nulidad, los jueces resuelven una pretensión 

diametralmente distinta a lo que resuelven los árbitros en el arbitraje, 

los jueces resuelven la validez del laudo arbitral dictado, no conocen 

“las cuestiones litigiosas sometidas a arbitraje” puesto que se 

encuentran vedados de conocer el fondo de la controversia. 
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16. Las Cortes han dictado fallos contradictorios respecto de los recursos 

que caben en contra de la sentencia que resuelve la acción de 

nulidad. 

 

17. En el modelo de Estado Constitucional de Derechos y Justicia, no se 

requiere de voluntad legislativa alguna, para aplicar los derechos 

garantizados en la Constitución, que es de directa e inmediata 

aplicación por y ante cualquier servidor público, por lo que el 

derecho al doble conforme debería garantizarse en la sustanciación 

de la acción de nulidad, en aplicación de lo dispuesto en el Art. 76 

numeral 7 literal m) de la Constitución y de los artículos 28 y 29 del 

Código Orgánico de la Función Judicial. 

 

18. Con la aplicación de nuestra antigua legislación, específicamente el 

artículo 321 Código de Procedimiento Civil y el articulo 24 la Ley de la 

Función Judicial, permitían la aplicación del derecho al doble 

conforme normativamente, al determinar que siempre que la ley no 

deniegue expresamente un recurso se entenderá que lo concede, y 

al determinar la existencia procesos cuya primera instancia estaba a 

cargo del Presidente de la Corte Provincial de Justicia. 

 

19. El problema en la actualidad radica en que nuestra ley no determina 

qué órgano de la Función Judicial es competente para conocer el 

recurso de apelación, más aun cuando existe voluntad legislativa 

posterior de derogar la norma contenida en el artículo 24 del Código 

de la Función Judicial, se podría considerar que el juez se arroga 

funciones del legislativo creando una instancia no prevista en la ley. 

 

20. Pese a que a lo largo de la historia la postura de la Corte Nacional ha 

sido contradictoria en relación a la procedencia del recurso 

extraordinario de casación sobre la sentencia que resuelve la acción 

de nulidad del laudo arbitral, en la actualidad el Art. 226 del Código 
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Orgánico General de Proceso determina que el recurso 

extraordinario de casación cabe en contra de sentencias que ponen 

fin a los proceso de conocimiento, por lo que,  a simple vista, este 

recurso debería ser aceptado por las cortes, en cuanto 

efectivamente la acción de nulidad se ventila en un proceso de 

conocimiento. 

 

21. Empero, para la procedencia del recurso extraordinario de casación 

será de vital importancia que se haya dado paso al recurso de 

apelación, pues cabe casación únicamente sobre sentencias 

dictadas por las Salas de la Corte Provincial de justicia, y el Presidente 

de la Corte Provincial no es una sala de este órgano. 

 

22. Los diversos criterios de las cortes se deben a la discrecionalidad que 

brinda al juez la falta de claridad en la redacción del artículo 31 de la 

Ley de Arbitraje y Mediación, situación que merece la siguiente 

reflexión: 

El juez tiene el deber de administrar justicia, es decir dar a cada quien 

lo que –en derecho- le corresponde, esta tarea se concreta a través 

de la  interpretación y aplicación de las normas en cada caso. Sin 

embargo cuando el juez se encuentra frente a una norma ambigua –

como lo es el Art. 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación-, que le 

brinda amplia discrecionalidad en relación a su interpretación, su 

tarea como administrador de justicia, se puede ver opacada por 

ciertos sesgos psicológicos inherentes a su condición de ser humano. 

Hago esta reflexión en cuanto en la actualidad es común escuchar 

que los operadores de justicia “no fallan en contra del Estado”, y esto 

tiene que ver con la llamada ley psicológica de la reciprocidad, 

Robert Cialdini, renombrado psicólogo americano, señala que es 

común en todo ser humano favorecer a los intereses de quien te 

nombra para un cargo, por lo que determinados operadores de 

justicia parcializados a favor del Estado en la actualidad, pueden 

encontrar fácilmente en el Art. 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación, 
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una herramienta para favorecer los intereses del Estado cuando este 

se haya sometido a arbitraje. 

 

23. La incorrecta sustanciación de la acción de nulidad puede servir 

como herramienta a la parte perdedora del arbitraje, para dilatar el 

cumplimiento de la obligación, frustrando de esta manera las 

expectativas de la parte ganadora quien esperaba pronta resolución 

del conflicto al someterse a arbitraje. 

 

24. Es para cerrar la incertidumbre que nos deja la falta de claridad de la 

ley en establecer reglas claras para la sustanciación de la acción de 

nulidad del laudo arbitral,  la que determina que debe existir una 

reforma de manera urgente al Art. 31 de la Ley de Arbitraje y 

Mediación, en cuanto es necesario para que el arbitraje como 

medio alternativo de solución de conflictos cumpla con su finalidad 

de ser un proceso célere, eficiente y económico en tiempo. 

 

25. La reforma al artículo 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación es simple, 

esta norma debe establecer que la acción de nulidad se resuelve  en 

única instancia, y que la sentencia dictada por la Presidencia de la 

Corte Provincial correspondiente, es inimpugnable e inapelable, al 

igual que el laudo arbitral.  

 

26. El Código Orgánico General de Proceso moderniza el sistema de 

administración de justicia actual, garantizando los principios de 

oralidad, inmediación, concentración, y pretendiendo la celeridad y 

eficacia en la administración de justicia ordinaria. 

 

27. A simple vista los procedimientos previstos en el nuevo código, son 

muy eficientes, pero deben ser cumplidos por los administradores de 

justicia al pie de la letra para que la justicia ordinaria se convierta en 
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un medio eficiente de solución de conflictos, empero una nueva ley 

no arreglara los problemas que aquejan a toda la administración de 

justicia. 

 

28. Existen principios que siempre van a poner en ventaja al sistema de 

justicia arbitral frente al sistema de justicia ordinaria, pues en efecto la 

flexibilidad del procedimiento arbitral, la especialidad de los árbitros 

respecto del caso, y la confidencialidad del arbitraje, son principios 

que no se van  a encontrar en la justicia ordinaria. Adicionalmente 

me atrevo a manifestar la imparcialidad del procedimiento arbitral es 

importante, en cuanto en procesos de contratación pública seguidos 

en contra del Estado, para el contratista sería importante contar con 

un tribunal que no forme parte del poder judicial del Estado. 

 

29. Finalmente en este trabajo se pudo evidenciar las diferentes posturas 

de los Tribunales de Justicia, plasmadas en dos procedimientos 

arbitrales, el caso Consorcio Plainco vs. Municipio de Azogues, y el 

Caso ASEC vs. Ministerio de Turismo, en ambos casos solo la 

sustanciación de la acción de nulidad se demoró alrededor de 

cuatro años, lo que demuestra que efectivamente la acción de 

nulidad es un método de judicialización del arbitraje, que impide que 

la controversia se resuelva definitivamente de manera rápida y 

eficaz. 

 

30. Los argumentos sentados en caso ASEC vs. Ministerio de Turismo, son 

importantes en relación a una posible reforma al artículo 31 de la Ley 

de Arbitraje y Mediación, pues señalar que la acción de nulidad del 

laudo arbitral es un trámite única instancia, corresponde al legislativo. 
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